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reglamentar la profesión de administrador de la 
seguridad; así: “Reconocer la profesión de admi-
nistrador de la seguridad, como una profesión de 
nivel superior universitario, de formación cientí-

profesión en todo el territorio colombiano”. 
2. Marco constitucional y jurisprudencial
Al respecto, los artículos 150, 154 y 158 de la 

-
tencia que tiene el Congreso de la República para 
interpretar, reformar y derogar las leyes; la facul-
tad que tienen los miembros de las Cámaras Le-
gislativas de presentar proyectos de ley y/o actos 
legislativos; y al principio de unidad de materia 
que deben contemplar todos los proyectos de ley 

Rama Legislativa.
Por su parte, la Ley 5ª de 1992, o Reglamento 

del Congreso, con relación a la iniciativa legisla-
tiva, estipula, en su artículo 140, numeral 1; lo si-
guiente:

 “Artículo 140. Iniciativa legislativa. -
do por el artículo 3º de la Ley 974 de 2005. Pueden 
presentar proyectos de ley:

1. Los Senadores y Representantes a la Cámara 
individualmente y a través de las bancadas. (…)”.

El artículo 26 de la C. P. eleva al rango de de-
rechos fundamental y colectivo la libre escogencia 

-
gislativa la facultad de reglamentar y exigir títulos 
de idoneidad. Así mismo, aquellas ocupaciones, 

-
greso de la República podrá mediante la presenta-

PONENCIA PARA PRIMER DEBATE 
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO  

025 DE 2011 SENADO
por medio de la cual se reconoce la profesión  

de Administrador en Seguridad  
y se dictan otras disposiciones.

Honorable Senadora 
OLGA SUÁREZ MIRA 
Presidenta de la Comisión Sexta Constitucional
Senado de la República
Ciudad
Asunto: Informe de ponencia para primer 

debate al Proyecto de ley número 025 de 2011 
Senado, por medio de la cual se reconoce la pro-
fesión de Administración de Seguridad y se dictan 
otras disposiciones.

Reciba un cordial saludo Respetada Presidenta: 
En virtud del encargo que me hiciera la Mesa 

Directiva de la Comisión Sexta del honorable Se-
nado de la República y con fundamento en los ar-
tículos 150, 153 y 156 de la Ley 5ª de 1992, en 
calidad de ponente me permito rendir ponencia 
para primer debate al Proyecto de ley número 025 
de 2011 Senado, por medio de la cual se recono-
ce la profesión de Administración de Seguridad y 
se dictan otras disposiciones; someto a considera-
ción de los honorables Congresistas el informe de 

Cordialmente,
Carlos Alberto Baena López,

Senador de la República,
Movimiento Político MIRA.

1. Objeto del proyecto
Según lo indicado en el artículo 1º de esta ini-

ciativa parlamentaria, se pretende reconocer y 



Página 2 Martes, 17 de abril de 2012 GACETA DEL CONGRESO  151

ción de iniciativas parlamentarias, encauzar las li-
bertades que reconoce este artículo constitucional.

De otra parte, este mismo precepto establece 
que las profesiones legalmente constituidas, po-
drán asociarse en colegios, pudiendo la ley asig-
narles funciones públicas y establecer los debidos 
controles.

La Honorable Corte Constitucional en múlti-
ples sentencias se ha pronunciado respecto de la 
facultad que tiene el Congreso de la República 

sentido de resaltar que los límites a la facultad de 

dentro de ella a exigir títulos de idoneidad, pueden 
agruparse en tres categorías a saber: competencia-
les, procedimentales y materiales. 

Respecto de los límites de carácter compe-
tencial, la Corte ha destacado que el legislador 

le han sido asignadas con carácter reservado, co-
rrespondiendo al legislador la adaptación de las 
normas básicas conforme a las cuales las autori-
dades administrativas lleven a cabo la función de 
inspección y vigilancia sobre las profesiones. En 

-

claro que el Congreso: (i) no puede conceder a los 
órganos de vigilancia y control de una profesión la 
facultad de crear o suprimir organismos del orden 
nacional, facultad que otorga la Carta al legislador 
y al Presidente de la República; (ii) no puede, por 
su propia iniciativa, reformar los órganos encar-
gados de controlar y vigilar a los profesionales de 
una misma disciplina. 

Finalmente, en lo que toca con los límites ma-
teriales, la Corte ha descrito, a título simplemente 

no le corresponde al legislador expedir normas 
disciplinarias en las que se sancionen conductas 
descritas de manera vaga e indeterminada; (ii) 

como faltas conductas que no guarden relación 
con las exigencias propias del desempeño pro-
fesional ni afecten la integridad de la profesión 
como tal; (iii) no puede exigir a un profesional 
ser miembro de una asociación privada para des-
empeñarse como tal; y (iv) no puede el legisla-
dor excluir de la realización de una actividad es-

idoneidad, acreditado por un título profesional, 
expedido conforme a las normas vigentes, equi-
valente o superior al que el legislador estimó su-

En este orden de ideas, la facultad que tiene 
el Congreso de la República para reglamentar el 

una de las materializaciones de la libre elección de 

elección que es libre, la Constitución autoriza que 

serán vigiladas e inspeccionadas por las autorida-

de las profesiones no es consagrar privilegios en 
favor de determinados grupos sociales sino con-
trolar los riesgos sociales derivados de determina-
das prácticas profesionales”. (Sentencia C-226-94, 

Con relación a la libertad que tienen los ciu-

Constitucional también ha manifestado que este 

el sentido de que él mismo se proyecta no solo res-

-
-

mer ámbito de libertad, el de escoger profesión y 

-
mite es la elección entre lo legalmente factible”, el 

una faceta susceptible de mayor restricción, como 
quiera que involucra al individuo en la esfera de 
los derechos de los demás y el interés social, por 
lo que incluso puede estar sometido a la realiza-
ción de servicios sociales obligatorios”. (Sentencia 
C-149-09, siendo M. P. Gabriel Eduardo Mendoza 
Martelo).

Otro de los aspectos que trata el presente pro-
yecto de ley, es lo tocante a la posibilidad que se 
consagra en el artículo 6º de esta iniciativa de que 
los administradores de seguridad puedan crear el 
Colegio Nacional de Acreditación de Administra-

-

-
liados; la defensa de los derechos e intereses de los 
profesionales inscritos; la formación profesional 
permanente de los profesionales en administra-
ción de seguridad; la investigación y producción 
de doctrina en materia de seguridad y la aplicación 
del régimen disciplinario en garantía de la estabili-
dad del Estado y el respeto a los Derechos Huma-
nos y las libertades civiles”.

Frente a esto último, cabe anotar que tanto el 
artículo 26 como el 38 de la C. P., consagran el li-
bre derecho que tienen las personas de organizarse 
libremente en asociaciones profesionales, así:

Artículo 38. Se garantiza el derecho de libre 
asociación para el desarrollo de las distintas activi-
dades que las personas realizan en sociedad. 

Artículo 26. Toda persona es libre de escoger 
 La ley podrá exigir títulos de 

idoneidad. Las autoridades competentes inspec-
-

aquellas que impliquen un riesgo social. 
Las profesiones legalmente reconocidas pue-

den organizarse en colegios. La estructura interna 
y el funcionamiento de estos deberán ser democrá-
ticos. La ley podrá asignarles funciones públicas 
y establecer los debidos controles. (Subraya fuera 
de texto).
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Los colegios profesionales son corporaciones 
de ámbito sectorial cuyo sustrato es de naturaleza 
privada, es decir, grupos de personas particulares 

-
bertad de asociación. 

Los colegios profesionales tienen entonces que 
estar dotados de una estructura interna y funcio-
namiento democráticos y pueden desempeñar 
funciones públicas por mandato legal. Ha de to-
marse en consideración que el elemento medular 
de los mencionados colegios radica en la defensa 
de intereses privados, aunque desde luego, y sobre 
esta base privada, por adición, se le puedan enco-
mendar funciones públicas, en particular la orde-

-
fesión respectiva. En este sentido, tales colegios 

la descentralización por colaboración a la admi-

conforme a la ley, funciones administrativas sobre 
sus propios miembros. Son entonces un cauce or-
gánico para la participación de los profesionales 
en las funciones públicas de carácter representati-
vo y otras tareas de interés general.

A pesar de la eventualidad de la asunción de fun-
ciones públicas de los colegios profesionales por 
expreso mandato legal, no debe olvidarse que su 
origen parte de una iniciativa de personas particu-

Son los particulares y no el Estado quienes determi-
nan el nacimiento de un colegio profesional, pues 
este es eminentemente un desarrollo del derecho de 
asociación contenido en el artículo 38 de la Carta 
Magna, y como tal, “es necesario considerar que la 
decisión de asociarse debe partir de los elementos 
sociales y no de un ser extraño a ellos”. 

Al respecto la Honorable Corte Constitucio-
nal, en Sentencia C-041-94, siendo M. P. Eduar-

asociación, entendida en los términos anteriores, 
representa una conquista frente al superado para-
digma del sistema feudal y al más reciente del cor-
porativismo. En el Estado Social de Derecho no 
es posible que el Estado, a través de asociaciones 

-
nes de vida de la sociedad, o que esta, a través de 

Estado”.
Al mismo tiempo, tal y como también lo mani-

festó este Tribunal Constitucional: “…esto obvia-
mente no impide que el Estado pueda, en casos ex-
cepcionales, determinar los requisitos necesarios 
para la integración de determinadas asociaciones 
así como las regulaciones que las rigen. Así, en el 
caso de los colegios profesionales, para la Corte 
es claro que la ley puede regular lo relativo a la 
estructura y funcionamiento de estas entidades, no 
sólo porque la Constitución establece que su es-
tructura interna y su funcionamiento deberán ser 
democráticos sino además porque la Ley “podrá 
asignarles funciones públicas y establecer los de-
bidos controles” (C. P. artículo 26). 

La presente iniciativa legislativa, no vulnera el 
libre derecho de asociación de los particulares, y 
por ende, no está el Congreso de la República des-
conociendo lo preceptuado en los artículos 26 y 
38 de la C. P., con respecto del origen de creación 
de estos colegios profesionales en cabeza de los 
particulares y no del Estado.

Esto se evidencia en el artículo 6º del Proyecto 
de ley número 025 de 2011, en donde de manera 
facultativa y no coercitiva la ley radica en los par-
ticulares la posibilidad de crear el Colegio Nacio-
nal de Administración de Seguridad, así:

“Artículo 6º. Colegio Nacional de Acreditación 
de Administración de Seguridad. Los administra-
dores de seguridad podrán crear el Colegio Nacio-
nal de Acreditación de Administración de Seguri-

-

los derechos e intereses de los profesionales ins-
critos; la formación profesional permanente de los 
profesionales en administración de seguridad; la 
investigación y producción de doctrina en materia 
de seguridad y la aplicación del régimen discipli-
nario en garantía de la estabilidad del Estado y el 
respeto a los Derechos Humanos y las libertades 
civiles”. (Subraya fuera de texto).

También encontramos en el Capítulo I del Tí-
tulo I y el Título II del presente proyecto de ley, 
la composición y funciones del denominado Cole-
gio Nacional de Administración de Seguridad; así 
como también, una serie de disposiciones genera-
les sobre el Código de Ética de los profesionales 
en administración de seguridad y su régimen dis-
ciplinario.

La Corte Constitucional, al estudiar las funcio-
nes que tiene atribuidas el Congreso de la Repúbli-
ca con relación a la regulación de la inspección y 
vigilancia de las profesiones, ha manifestado que 
es perfectamente válida la posibilidad de recono-
cer legislativamente la posibilidad de autorizar a 
los colegios profesionales para que estos expidan 
sus Códigos Éticos y sus propio sistema disciplina-

profesionales.
Al respecto, la Corte Constitucional en Senten-

cia C-470-06, siendo M. P. Marco Gerardo Mon-
roy Cabra se pronunció de la siguiente forma:

posibilidad de legislar sobre el seguimiento de 

la profesión hacen parte de un registro único. Por 
último, si se quiere dar cabal cumplimiento al có-
digo que rige la profesión de psicología es también 

del Tribunal Nacional Deontológico y Bioético. La 
Sala observa, además, que se respeta el artículo 26 

hace referencia al cumplimiento de los requisitos 
-
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-
tamiento profesional de los psicólogos”. (Subraya 
fuera de texto).

Otro de los aspectos constitucionales que po-
dría prestarse a una mala interpretación del trámite 
legislativo que debe aplicarse en el debate de esta 
iniciativa, es el consagrado en el artículo 152 de la 
C. P. En él, se estipula que: 

“Artículo 152. Mediante las leyes estatutarias, 
el Congreso de la República regulará las siguientes 
materias:

a) Derechos y deberes fundamentales de las 
personas y los procedimientos y recursos para su 
protección;

(…)”.
Con relación a los derechos fundamentales, 

el mandato constitucional del artículo 152 no es 
absoluto, pues no sólo las leyes estatutarias pue-
den regular derechos fundamentales. En efecto, la 
competencia legislativa ordinaria está directamen-
te habilitada por la Carta para regular derechos 
fundamentales y si no se presentara tal evento, la 
mencionada competencia ordinaria se transforma-
ría en exceptiva, ya que directa o indirectamen-
te gran parte de las leyes tocan algún o algunos 
derechos fundamentales. En materia de derechos 
fundamentales debe efectuarse “una interpretación 
restrictiva de la reserva de ley estatutaria, porque 
una interpretación extensiva convertiría la excep-

-
gla, en detrimento del principio de mayoría simple 
que es el consagrado por la Constitución”. Esto 

-
das de regular únicamente los elementos estruc-
turales esenciales de los derechos fundamentales 
y de los mecanismos para su protección, pero no 

de manifestación de los mencionados derechos o 
todos aquellos aspectos que tengan que ver con su 

-

Por tal razón el trámite de esta iniciativa par-
lamentaria como una ley ordinaria, desde nuestra 

3. Marco Legal
Respecto de los servicios de asesoría, consul-

toría e investigación en Seguridad; así como otros 
-

cicio profesional de Administrador Policial, la le-
gislación actualmente vigente es la siguiente:

“por el cual se expide el Estatuto de Vigilancia 
y Seguridad Privada”. Los artículos pertinentes 
son los que se relacionan a continuación:

“CAPÍTULO III
Servicio de Asesoría, Consultoría  

e Investigación de Seguridad
Artículo 60. Servicios de asesoría, consultoría 

e investigación de seguridad. Las personas natura-

asesoría, consultoría, investigación en seguridad 
o cualquier otro servicio similar relacionado con 
la vigilancia o la seguridad privada, en forma re-
munerada a terceros, deberán obtener licencia de 
funcionamiento o credencial expedida por la Su-
perintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada.

Parágrafo. El Gobierno Nacional reglamentará 

Artículo 61. Requisitos para obtener la licen-
cia de funcionamiento como sociedad de asesoría, 
consultoría e investigación de seguridad priva-
da. Las sociedades de responsabilidad limitada 
que soliciten licencia de funcionamiento para 
desarrollar labores de asesoría, consultoría o in-
vestigación en seguridad privada deben cumplir 
los siguientes requisitos:

1. Solicitud dirigida a la Superintendencia de 
Vigilancia y Seguridad Privada, suscrita por el re-
presentante legal, indicando razón social, nombre 

-
-

cipal y el tipo de servicio que pretende desarrollar.

-
ción y reforma de la sociedad.

-
tación legal de la sociedad y registro mercantil.

Artículo 62. Requisitos para obtener la creden-
cial de asesor, consultor o investigador de seguri-
dad privada. Las personas naturales que soliciten 
la credencial de asesor, consultor o investigador de 
seguridad privada, deberán presentar solicitud ante 
la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad Pri-
vada, indicando nombre, documento de identidad, 

-

2001, “por el cual se reglamenta el Estatuto de 
Vigilancia y Seguridad Privada contenido en 

. 
Los artículos pertinentes son los que se relacionan 
a continuación:

“CAPÍTULO III
De los servicios de asesoría, consultoría  

e investigación en seguridad privada
Artículo 31. Consultoría. Comprende la iden-

en seguridad privada; la elaboración de estudios 
y consultorías en seguridad privada integral; la 
formulación, recomendación y adopción de una 
estrategia contenida en planes y programas rela-
cionados con políticas, organización, métodos y 
procedimientos de vigilancia y seguridad privada, 

acciones preventivas o correctivas para satisfacer 
-

seguridad privada.
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Artículo 32. Asesoría. Consiste en la elabora-
ción de estudios en seguridad privada integral, me-
diante la formulación de una estrategia contenida 
en planes y programas relacionados con políticas, 
organización, métodos y procedimientos de vigi-
lancia y seguridad privada. Dentro de la consul-

-

seguridad privada.
Artículo 33. Investigación. Comprende el estu-

dio y análisis preventivo de riesgos y/o de las cau-
sas y fundamentos de los incidentes presentados 
al interior de una empresa o de quien desarrolla 

persigue la seguridad privada.
En ningún caso los investigadores en seguri-

dad privada podrán prestar servicios como de-
-
-

cia de las entidades estatales; tampoco pueden 
efectuar estudios de consultoría ni asesoría en 
seguridad privada”.

los requisitos de Asesor, Consultor y/o Investi
gador en Seguridad”. 

“Artículo 1°. Los ex funcionarios cuyo cargo 
fue el de agente, escolta o detective en el De-
partamento Administrativo de Seguridad, DAS, 
podrán homologar los requisitos de capacitación 
de curso básico para optar por la credencial de 

y/o operador de medios tecnológicos que expide 
la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad 
Privada. Para el efecto el representante legal 
del servicio de vigilancia y seguridad privada, 
adicionalmente a los demás requisitos exigidos, 
para el caso en particular presentará ante la Su-
perintendencia de Vigilancia y Seguridad Priva-

del Departamento Administrativo de Seguridad, 
DAS, o quien haga sus veces, en la cual conste 

que pretende acreditarse como vigilante, escol-

medios tecnológicos al correspondiente servicio 
de vigilancia y seguridad privada.

Artículo 2°. Iguales condiciones a las estableci-
das en el artículo 1° del presente decreto se aplica-
rán para aquellos ex-funcionarios del Departamen-
to Administrativo de Seguridad, DAS, cuyo cargo 
fue la de guardián, para acceder a la credencial de 

operador de medios tecnológicos.
Artículo 3°. Modifíquese el artículo 34 del De-

creto número 2187 de 2001, el cual quedará así:
“  Para obtener la credencial de 

consultor, asesor, o investigador en seguridad 
privada, se requiere acreditar uno de los siguien-
tes requisitos:

a) Consultor en Seguridad Privada:

retiro y postgrado en áreas de la seguridad o la de-
fensa.

Superior de la Fuerza Pública en retiro y dos (2) 
años de experiencia en cargos administrativos u 
operativos en seguridad privada.

en áreas de seguridad privada o seguridad integral.

-

de seguridad por un tiempo no inferior a siete (7) 
años.

-
-

do cargos por un periodo no inferior a tres (3) años 
como Director, Subdirector, Secretario General, 
Director General de Inteligencia, Director General 
Operativo y Subdirectores, Directores Seccionales 
y Subdirectores Seccionales y Director Técnico de 

-
rio como administrador policial conforme a la Ley 
1249 de 2008 y demás normas que la desarrollen 
o reglamenten.

b) Asesor en Seguridad Privada:

de la Fuerza Pública en retiro y un (1) año de expe-
riencia en cargos administrativos u operativos en 
seguridad privada.

-
guridad integral.

-

operaciones o director de seguridad privada.
-

-
nes o director de seguridad.

-
nistrativo de Seguridad, DAS, que hubieren ocupa-
do por un periodo no inferior a tres (3) años como 
profesional operativo, criminalístico especializa-

-

a tres (3) años y postgrado en áreas de seguridad 
privada o seguridad integral.

-
blecidos en el literal a) del presente artículo.

c) Investigador en Seguridad Privada:
-

-
-
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raciones o director de seguridad por un tiempo no 
inferior a un (1) año.

-

-
nes o director de seguridad.

-
ministrativo de Seguridad, DAS, que hubieren 
ocupado por un periodo no inferior a tres (3) años 
como detectives o empleos del área operativa.

-
ciales por un periodo no inferior a un (1) año.

ser consultor y/o asesor de los establecidos en el li-
teral a) y b) respectivamente, del presente artículo.

Parágrafo. La credencial de consultor también 
habilita para realizar asesorías e investigaciones 
en seguridad privada, la de asesor también habi-
lita para efectuar investigaciones en seguridad 
privada”.

Artículo 4°. El presente decreto rige a partir de 
la fecha de su publicación y deroga las normas que 
le sean contrarias”.

cual se reglamenta el ejercicio de la profesión 
de Administrador Policial y se dictan otras dis
posiciones”.

“Artículo 1º. Objeto
la profesión de Administrador Policial, reglamen-

-
ción, señalar sus entes rectores de dirección, or-

Artículo 2º. . Para la aplicación de 
esta ley se entiende por Administrador Policial: El 
profesional que acredite título universitario expe-
dido por la Dirección Nacional de Escuelas de la 
Policía Nacional o por cualquier otra institución de 
educación superior reconocida por el Ministerio de 
Educación Nacional, que se fundamente en forma-

la toma de decisiones de acuerdo con principios de 

administrativos de seguridad, vigilancia pública o 

Artículo 3º. Requisitos -
sión de Administrador Policial en el territorio na-
cional, se deberán llenar los siguientes requisitos:

a) Título profesional de Administrador Policial;

Artículo 4º. Campo de acción
profesión de Administrador Policial comprenderá 
actividades tales como:

a) El desempeño de empleos para los cuales 
se requiere título profesional de Administrador 
Policial;

b) La formulación, elaboración e implementa-
ción de procedimientos, métodos, manuales, técni-
cas, procesos, reglamentos y programas necesarios 
para la seguridad de las organizaciones en el sector 
público y privado;

-
ción del desarrollo tecnológico en los diferentes 
campos de la seguridad;

d) Los servicios de consultoría o asesoría en la 
investigación y elaboración de proyectos de facti-
bilidad y de inversión en seguridad, en las diferen-

e) La inspección, investigación y análisis de los 
sistemas de seguridad, control interno, auditorías 

f) La asesoría o dirección en áreas de la segu-
ridad integral, dentro de una organización pública 
o privada;

g) La participación en el diseño, implementa-

sector público y privado, así como para el desarro-

h) Elaborar proyectos y programas de seguri-
dad regional y local.

Artículo 5º. . Los Adminis-
tradores Policiales, siempre que cumplan con los 
requisitos y demás exigencias consagradas en la 
ley, podrán desempeñarse en los siguientes cargos:

a) Consultor o asesor en entidades públicas o 
privadas, en investigaciones, estudios y sistemas 
de seguridad;

b) Gerente, Director o Jefe del Departamento 
de Seguridad; Subgerente, Jefe o Director de Ope-
raciones de Seguridad en entidades del Estado o en 
empresas particulares;

c) Director, Subdirector, Jefe de Planeación o 
Docente en Escuelas para la formación y capacita-
ción de Escoltas y Vigilantes Privados;

d) Director, Gerente, Subgerente, Jefe de Ope-
raciones, Director de Personal o Director de Inves-
tigaciones en empresas de vigilancia privada;

e) Director, Consultor o Asesor en el DAS, IN-

-

Público y Reinserción del Ministerio del Interior; 
Asesoría para los desplazados en la Red de Solida-
ridad Social; Departamento Administrativo de la 
Presidencia de la República;

f) Cargos de dirección, consultoría o asesoría 
en la Superintendencia de Vigilancia Privada;

g) Vicerrector, Decano, Director de Escuela o 
Carrera, Docente en Instituciones de Educación 
Superior, o Director de Prácticas en la Facultad de 
Administración Policial en la Dirección Nacional 
de Escuelas de la Policía Nacional;

h) Director, Jefe o Asesor de Orden Público en 
Ministerios, Gobernaciones, Alcaldías y Entidades 
Públicas;

i) Jefe de Planeación, de Presupuesto o Director 
Administrativo en Entidades Públicas y Privadas 

de la seguridad;
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-
partamento división o sección de tránsito a nivel 
nacional, departamental, Distrital y Municipal;

Nacional en servicio activo que ostenten el título 
de Administrador Policial, desempeñarán los car-
gos que correspondan a su grado en el escalafón y 
al título que ostentan.

Parágrafo. Estos cargos podrán ser desempeña-
dos además de los profesionales contemplados an-
teriormente, por quienes hayan obtenido títulos de 
postgrado a nivel de Especialización o Maestría en 
áreas directamente relacionadas con la seguridad, 
expedidos por la Escuela de Cadetes de Policía 
General Santander.

Artículo 6º. Auditorías. Las auditorías en ma-
teria de seguridad que sean ordenadas por ley o 
reglamento podrán ser avaladas por un administra-
dor policial.

Artículo 7º. Colegio Profesional de Administra-
dores Policiales. Los Administradores Policiales 
podrán crear el Colegio Profesional de Adminis-
tradores Policiales, que podrá actuar como órgano 
de consulta y asesoría del Estado y de los particu-
lares en todos los temas que tengan relación con la 
seguridad, tanto pública como privada; promoverá 
y fomentará el estudio de la disciplina profesional 
directamente o en colaboración con las universi-

-

y moral de sus miembros. El Gobierno Nacional 
podrá delegar en el Colegio Profesional de Admi-
nistradores Policiales, si llega a constituirse, me-
diante acto administrativo de carácter general, el 

-
ministración policial;

b) Llevar el registro de los graduados en admi-
nistración policial, cuyo listado será remitido por 
las Facultades de Administración Policial de las 
universidades.

Parágrafo. Mientras se crea el Colegio Profe-
sional de Administradores Policiales sus funciones 

-
ción Nacional de Escuelas de la Policía Nacional.

Artículo 8º. Deberes. Son deberes del Adminis-
trador Policial:

a) Conservar el respeto, lealtad y honestidad a 
su profesión;

b) Respetar y cumplir los deberes señalados en 
esta reglamentación;

-
fía, teorías, conceptos, principios técnicos y admi-

momento de su graduación.
Artículo 9º. Derechos. Son derechos del Admi-

nistrador Policial:
a) Que se le valore y respete en igualdad de 

condiciones a las demás profesiones;

la presente disposición y se amplíen los espacios 
laborales para los profesionales de administración 
policial;

c) Que tanto el Gobierno como las entidades te-
rritoriales den estricto cumplimiento a la presente 
disposición en lo relacionado al derecho efectivo 

normativa; y
d) Solicitar al Colegio Profesional de Adminis-

tración Policial, que haga pronunciamientos en de-
fensa de los derechos de los Administradores Poli-

causa o circunstancia, se consideren discriminados 
o relegados laboralmente, o crean que no se está 
cumpliendo cabalmente la presente disposición 
por parte del Gobierno o de la Empresa privada.

Artículo 10. Tribunal Ético. Créase el Tribunal 
Ético, órgano que tendrá como función, la de in-
vestigar y sancionar las faltas cometidas por los 
profesionales en Administración Policial, violato-
rias de las normas contenidas en la presente dispo-
sición.

Artículo 11. Composición del Tribunal Ético. El 
Tribunal Ético estará integrado por tres profesio-
nales designados democráticamente por el Colegio 
Profesional de Administradores Policiales, previa 
convocatoria de los interesados.

Artículo 12. Faltas. Son faltas del Administra-
dor Policial, las siguientes:

-
beres contenidos en la presente ley;

b) La utilización de su nombre para encubrir a 

-
trador Policial, mediante documento al que se le 
compruebe falsedad;

d) Ofrecer los servicios profesionales en for-
ma individual o asociada; aceptar el desempeño 

idoneidad profesional respaldada por la formación 
académica exigida;

diagnósticos, conceptos, con base en fuentes no 
veraces, con el propósito de favorecer intereses 
propios o de terceros, en detrimento de otros, y

f) Las demás que sean establecidas por el Con-

Artículo 13. Sanciones. Los Administradores 
Policiales a quienes se les compruebe violación de 
cualquiera de las normas contenidas en la presen-
te disposición, serán sancionados por el Tribunal 
Ético, así:

a) Amonestación: Consiste en un llamado de 
atención privado y por escrito que se le hace al 
infractor;

b) Suspensión: Consiste en la prohibición tem-

no menor de dos (2) meses, ni mayor de un (1) 
año, y
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-

Artículo 14. Procedimiento. El procedimiento 
que ha de seguirse para la aplicación de las san-
ciones aquí previstas será el procedimiento verbal 
consagrado en la Ley 734 de 2002, en lo que resul-
te compatible con la presente ley.

Artículo 15. Estímulos. El Gobierno, en consi-
deración a la formación integral y especial en el 
campo social del Administrador Policial, como 
gestor de ambientes generadores que estimulen la 
productividad y coadyuven al desarrollo del país, 
creará estímulos y líneas especiales de crédito que 
permitan adelantar proyectos de investigación ten-

Artículo 16. Vigencia. La presente disposición 
rige a partir de la fecha de su sanción y promul-
gación”.

.
“Artículo 1°. Delegación de funciones. De con-

formidad con lo establecido en el artículo 7°, de la 
Ley 1249 de 2008, el Gobierno Nacional delega al 
Colegio Profesional de Administradores Policia-
les, las siguientes funciones:

-
ministración Policial.

2. Llevar el registro de los graduados en Admi-
nistración Policial, cuyo listado será remitido por 
las Facultades de Administración Policial de las 
universidades.

Artículo 2°. Tarjeta profesional -
fesional de Administrador Policial acredita que su 
titular ha recibido la formación académica especí-

la profesión.
Parágrafo. El Colegio Profesional de Adminis-

tradores Policiales establecerá los procesos y pro-
-

sional.
Artículo 3°. Requisitos de los integrantes del 

Tribunal Ético. Los integrantes del Tribunal Ético 
deberán cumplir con los siguientes requisitos:

1. Ser Administrador Policial titulado e inscrito.

Policial.
3. No estar inmerso en una causal de inhabi-

lidad o incompatibilidad, de conformidad con las 
disposiciones legales vigentes.

Artículo 4°. El presente decreto rige a partir de 
la fecha de su expedición”.

4. Conceptos al proyecto de ley
4.1 Superintendencia de Vigilancia y Seguri

dad Privada

inspección y vigilancia sobre la industria y los 
servicios de vigilancia y seguridad privada en Co-

mismos con un adecuado nivel técnico y profesio-
nal en la prestación de estos, combatiendo la ile-
galidad y contribuyendo con las autoridades en la 
prevención del delito.

Según Concepto número 023048 del 7 de sep-
tiembre de 2011, la Superintendencia de Vigilancia 

-
mentando en términos generales, que es la entidad 
quien tiene la función de expedir las credenciales a 
los consultores, asesores e investigadores en segu-

a una persona solo con los estudios académicos sin 
tener experiencia.

Además hizo observaciones puntuales sobre los 
artículos 4°, 5° y 6° del citado proyecto en los si-
guientes términos:

“El artículo 4° “PERFIL OCUPACIONAL” 
literal a), establece que el administrador en se-
guridad podrá desempeñarse como “Consultor o 
Asesor en Investigaciones, Estudios y Sistemas 
de Seguridad, en organismos de seguridad del Es-
tado, entidades públicas, privadas, nacionales e 
internacionales con domicilio en Colombia”. So-
bre el particular, es necesario señalar que si bien 
es cierto, desde el punto de vista académico, un 
administrador en seguridad ha recibido educación 

obtener su grado como profesional, no tiene la ex-
-

tor en vigilancia y seguridad privada.
El artículo 5° “CAMPO DE ACCIÓN” literal 

d) establece que el profesional en seguridad pueda 
desarrollar actividades de consultoría y asesoría en 

para obtener su grado como profesional, no tiene 
-

des.
El artículo 6° “COLEGIO NACIONAL DE 

ACREDITACIÓN DE ADMINISTRACIÓN DE 
SEGURIDAD” indica que el mismo Colegio ten-

de seguridad”, lo cual no es posible dado que la 
doctrina en materia de seguridad privada y vigi-
lancia es de competencia de la Superintendencia 
de Vigilancia y Seguridad Privada”.

Al mismo tiempo, la Superintendencia de Vigi-
lancia y Seguridad Privada concluyó en su escrito 
de concepto lo siguiente:

y control de los servicios de vigilancia y seguridad 
privada, así como, de las personas naturales que 
pretendan acreditarse como consultores, asesores 
e investigadores en vigilancia y seguridad privada 
es la Superintendencia de Vigilancia y Seguridad 
Privada por mandato legal del Decreto-ley 356 de 
1994.

Si bien es cierto, los egresados de los Programas 
de Administración de la Seguridad reciben forma-
ción en materia de Administración, seguridad fí-
sica y salud Ocupacional, no tienen semestres de 
práctica y/o experiencia en materia de vigilancia y 
seguridad privada.
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La Superintendencia de Vigilancia y Seguridad 
Privada ya cuenta con un registro de los Consulto-
res, Asesores e Investigadores en materia de vigi-
lancia y seguridad privada.

La doctrina nacional en materia de seguridad 
privada y vigilancia es de competencia de la Su-
perintendencia de Vigilancia y seguridad Privada”.

4.2 Universidad Militar Nueva Granada
La Universidad Militar Nueva Granada, en 

Comunicación número 44134 del 8 de agosto de 
2011 manifestó su disconformidad con algunos 
de los aspectos que pretende regular el proyecto 
de ley sub exámine; así pues, están en desacuerdo 

de la Fuerza Pública, por considerar que ello: “… 

-
quier grado, se les acreditaría automáticamente el 
título de Administrador de la Seguridad, obviando 
el proceso académico impuesto por el MEN, cir-
cunstancia que no se aviene a la realidad académi-
ca del Programa de la Universidad Militar Nueva 
Granada”.

De otra parte, advierte la Universidad que reco-

gradúen de las Escuelas Militares como profesio-
nales en Ciencias Militares, no es desde su punto 
de vista conveniente: “… porque entrarían en el 
mercado de los profesionales de la seguridad, per-
sonas sin las competencias para desempeñar car-
gos profesionales en ese campo…”.

Al respecto manifestó la Universidad Militar 
Nueva Granada lo siguiente:

“…la formación del militar colombiano está 

planeación y conducción de unidades, aplicación 

livianas y pesadas; destrezas sobre inteligencia 

de unidades e interacción con la población civil, 
entre otros conocimientos netamente militares, de 
desempeño en el campo de la Seguridad pública y 
privada.

El Administrador de la Seguridad y Salud Ocu-
pacional por el contrario, se forma en valoración 
integral de amenazas, vulnerabilidades y riesgos de 
tipo residencial, comercial e industrial, lo mismo 

-

e implantación de modelos de seguridad; capaci-
tación de modelos de gestión tecnológica (pilares 

bioclimáticos e inteligentes). Además, en el campo 
de la salud ocupacional, el Administrador de la Se-
guridad y Salud Ocupacional se integra en el área 
de la salud de las personas en sus áreas de traba-

la higiene y seguridad industrial, escenarios que 

estudios de pregrado.

los escenarios bélicos; también incluye la segu-
ridad física, informática, logística, bancaria, por-
tuaria, de granes escenarios y medio ambiental, 
cuyos escenarios hacen parte de la práctica de los 
estudiantes que cursan estudios en Administración 
de la Seguridad y salud Ocupacional, competentes 
únicos de esta Casa de Estudios”.

4.3 Departamento Administrativo de Seguri
dad

El ahora extinto Departamento Administrativo 
de Seguridad, DAS, según Comunicado 799086 
del 4 de octubre de 2011, se pronunció en términos 
generales sobre el contenido del proyecto de ley, 
en el sentido de estar conforme con el mismo y li-
mitándose a decir que “La iniciativa presentada es 
de gran relevancia, ya que pretende avalar los co-
nocimientos y experiencia de los profesionales en 
seguridad mediante una ley reglamentaria que no 
sólo les proporcione el reconocimiento de la profe-
sión de administrador de la seguridad mediante un 
titulo de idoneidad, sino también una regulación 

-
cio de la profesión en nuestro país”. 

4.4 Asociación Colombiana de Academias de 
Seguridad Privada, ACASEP

La Asociación Colombiana de Academias de 
Seguridad Privada (ACASEP), mediante comuni-
cado del 7 de septiembre de 2011, manifestó su 
“apoyo incondicional”, al Proyecto de ley número 
025 de 2011, y entre otros aspectos, opinó lo si-
guiente:

-

los posibles cargos. Con esta iniciativa se lograría 

según datos estadísticos del Ministerio de Defen-
sa, son en promedio alrededor de 20.000 personas 

civiles; que después de servir honorablemente en 

del desempleo”.
-

les en la Seguridad se podrían desempeñar como 
ASESOR y CONSULTOR de acuerdo al artículo 
83 del Decreto-ley 356 de 1994; con las perspec-
tivas de cargos, para cada una de estas Titulacio-

INVESTIGADOR, según también este Artículo y 
el desempeño como Coordinador o Jefe de ope-
raciones; Supervisor, Jefe o director de recursos 
humanos, docentes, etc.”.

del 2011 de la Superintendencia de Vigilancia y 
Seguridad Privada, en el artículo 7º, establece las 
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homologaciones y cursos, solo para el desempe-
ño como Supervisores, Vigilantes y escoltas. En 
el proyecto de ley se abarca un mayor campo de 
desempeño laboral como son para Coordinadores 
o Jefes de Seguridad, de Operaciones, Recursos 
Humanos o Docentes en la Seguridad”.

5. 
5.1 Exposición de motivos
El honorable Senador Carlos R. Ferro Solani-

lla, autor de esta iniciativa legislativa, en su expo-
sición de motivos manifestó una serie de puntos 

proyecto de ley, el cual “…busca adelantar una 
-

de la profesión y la consecuente necesidad de la 
creación de un Colegio Nacional de Acreditación 

-
gilancia sobre los egresados de los aludidos pro-
gramas a la luz del artículo 26 de la Constitución 
Política de Colombia, que preste apoyo para el de-

y lleve el correspondiente registro profesional que 
sirva de órgano de apoyo para las instituciones de 
educación superior y para el gobierno, entre otras 
funciones…”.

Entre los aspectos a destacar podemos resumir 
los siguientes:

educación superior de Colombia, varias personas 
han obtenido el título de pregrado y posgrado en 
Administración en Seguridad. Ello ha conllevado 
a que en la actualidad existan más de 3000 profe-
sionales registrados en las bases de datos de la Su-
perintendencia de Vigilancia y Seguridad Privada, 
como consultores, asesores e investigadores.

-
-

dor Policial y se dictan otras disposiciones”, pro-
fesionalizó los estudios de la Escuela General San-
tander en materia de Seguridad, “…reglamentando 
la expedición del título de Administrador Policial 

-

-
ría en Seguridad…”.

agremiaciones e instituciones de diverso tipo, que 
reúnen y forman a los profesionales en seguridad, 
situación que según el autor, avala la necesidad de 
crear el Colegio Nacional de Administración en 
Seguridad. Estas instancias, entre otras, son: La 

-
zas Militares en Colombia (ACORE), la Asocia-

-
licía Nacional (ACORPOL), la Universidad Mili-
tar Nueva Granada, la Escuela de Policía General 
Santander, la Sociedad de Administradores de 
Seguridad (SAS), American Society for Industrial 
Security (ASIS), la Asociación de Departamentos 
de Seguridad (ADESEG), la Alianza Empresarial 

Empresas Americanas (CEA), etc.

colombiano a la profesión de seguridad como una 
disciplina académica y de nivel Universitario en 
razón a que esta profesión esta debidamente reco-
nocida por el Icfes, Ministerio de Educación Na-
cional y su primer pregrado del Administrador de 
Seguridad Integral, se graduaron en diciembre del 
2010 de la Universidad Nueva Granada”.

en seguridad debe diferenciarse de otras profesio-
nes como la administración de la seguridad priva-
da, “…como industria que prestá un servicio de 
vigilancia y protección…”, y que en gran medida 
está reglado por el Decreto-ley 356 del 11 de fe-
brero de 1994, “por el cual se expide el Estatuto de 
Vigilancia y Seguridad Privada”.

5.2 Conveniencia y oportunidad
Entendemos que el concepto de “seguridad” en 

Colombia debe ser integral y solidario. Integral, 
porque las vulnerabilidades a este bien público 
deben ser confrontadas coordinadamente por las 
instituciones que integran el Estado; y solidaria, 
porque esta responsabilidad ya no es exclusiva-
mente del Gobierno, sino que además, todos y 
cada uno de los ciudadanos tenemos obligaciones 
en la prevención y apoyo a las autoridades a las 
que les compete atacar las estructuras criminales y 
amenazas que afronta el país.

La “seguridad” entendida como un derecho co-
lectivo de todos los colombianos, abarca no solo 
la defensa de la soberanía del territorio, sino tam-
bién, la seguridad pública en general; ambas de-
ben garantizar la paz, tranquilidad e integridad de 
todos los habitantes del país a través, no solo, de 
las políticas y estrategias respetuosas de los Dere-
chos Humanos y del Derecho Internacional Huma-
nitario que promuevan la cultura ciudadana, sino 
también del fortalecimiento de todos los mecanis-
mos legítimos de participación de la sociedad en la 
construcción solidaria de esa seguridad.

Teniendo en cuenta que el fenómeno de la vio-
lencia en Colombia está en permanente cambio y 
transformación con la aparición de nuevas orga-
nizaciones o grupos armados al margen de la ley, 
como las bandas delincuenciales, las organizacio-
nes y redes criminales que se dedican al sicariato, 
al hurto en sus diferentes modalidades, a la explo-
tación de menores, a la trata de personas, sumado 
esto, a los graves problemas de convivencia como 

intrafamiliar, diferencias entre vecinos, inseguri-

las medidas coercitivas y de seguridad hayan so-
lucionado los principales factores generadores de 

de la “seguridad” para nuestro país. 
Además de integral, la seguridad también será 

responsabilidad exclusiva del Estado, pasando 
también a convertirse en un compromiso de todos 
los individuos que integran la sociedad. De esta 
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manera, se entiende que el ciudadano también 
tiene una serie de obligaciones con respecto a su 
propia seguridad, pero que además, el Estado debe 
propiciar su participación en el diagnóstico y en la 
toma de decisiones a nivel público y privado.

Este modelo de seguridad integral y solidaria, 
debe también construirse dentro del marco de la 
“integridad”; es decir, como un sistema planeado, 

-
cia absolutas, lo que implica involucrar a todos los 
individuos, agremiaciones, asociaciones de pro-
fesionales en el campo de la seguridad, agencias 

coercitivas, policivas y de promoción de buenas 
conductas, que permitan reducir los indicadores de 

de seguridad en todo el país.
Los títulos de pregrado y posgrado de Adminis-

trador de Seguridad, de Administrador de Seguri-
dad Integral y Administrador Policial, actualmente 
son conferidos por algunas de las Instituciones de 
Educación Superior reconocidas por el Ministerio 
de Educación Nacional; y por la Dirección Na-
cional de Escuelas de la Policía Nacional; según 
lo establece la Ley 1249 de 2008, “por la cual se 

-
nistrador Policial y se dictan otras disposiciones”. 

Administración de Seguridad, se crea el Colegio 
-

de los derechos e intereses de los profesionales 
inscritos, la formación profesional permanente de 
los profesionales en administración de seguridad, 
la investigación en este campo y la aplicación del 
régimen disciplinario en garantía de la estabilidad 
del Estado y el respeto a los Derechos Humanos y 
las libertades civiles.

Conforme a lo dicho en el presente Informe de 
Ponencia para Primer Debate al Proyecto de ley 
número 025 de 2011 Senado, por medio de la cual 
se reconoce la profesión de Administración de Se-
guridad y se dictan otras disposiciones; y a que 
en Colombia existe una cifra aproximada de 8.000 
profesionales dedicados a la administración de se-

propuesto para la presente iniciativa, se ve oportu-
no y conveniente el trámite de la presente iniciati-
va parlamentaria, la cual se pone a consideración 
de los honorables Congresistas.

6. 

ley número 025 de 2011 Senado, por medio de la 
cual se reconoce la profesión de Administrador de 
Seguridad y se dictan otras disposiciones, son las 
siguientes:

-
yendo la parte subrayada.

por medio de la cual se reconoce y reglamenta 
el ejercicio de la profesión de Administrador en 

Seguridad y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
TÍTULO I

DE LA PROFESIÓN DEL ADMINISTRADOR  
DE SEGURIDAD

CAPÍTULO I
De la profesión administración de seguridad

Artículo 1°. Objeto. Reconocer  
la profesión de Administrador de la Seguridad, 
como una profesión de nivel superior universita-

 reglamen-

-
rritorio colombiano señalar sus entes rectores de 

la profesión.

en atención a lo sugerido por la Asociación Co-
lombiana de Academias de Seguridad Privada 

-
ciales egresados de las FF. MM.

Artículo 2°. . Para la aplicación de 
esta ley, entiéndase por Administrador de Seguri-
dad, el profesional que acredite título universita-
rio expedido por una Escuela de Formación de las 
Fuerzas Militares o por cualquier otra institución 
de educación superior reconocida por el Ministe-
rio de Educación Nacional, para implementar los 
procesos y procedimientos encaminados a planear, 
organizar y dirigir la protección de personas y sus 
bienes, las empresas y sus activos y el medio am-
biente, en función de la neutralización de las ac-
ciones que puedan originar los actores generadores 
de riesgos, y daños o pérdidas, en el campo de la 

y parágrafo, y se suprime el literal c) del proyecto 

-
ridad, con las disposiciones nacionales del Minis-
terio de Educación Nacional para la acreditación y 
homologación de títulos de pregrado y posgrado, 
expedidos por instituciones de educación superior 
legalmente reconocidas en Colombia como en el 

Artículo 3°. Requisitos. -
sión de Administrador de la Seguridad en el terri-
torio colombiano, se deberá cumplir con al menos 
uno de los siguientes requisitos:

a) Haber aprobado el programa académico y 
obtenido el título de pregrado como Administrador 
de Seguridad o su equivalente, en una institución 
de educación superior reconocida por el Ministe-
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rio de Educación Nacional o en de una Escuela de 
Formación de  las Fuerzas Militares, 
con programas aprobados y/o homologados por el 
Gobierno Nacional;

b) Acreditar el título de profesional en Ciencias 
Militares otorgado por las Escuelas de Formación 

. Obtener la 

Parágrafo. Además del título conferido confor-
me a la presente ley, tendrán validez y aceptación 
legal los títulos de pregrado y posgrado obtenidos 

acrediten estudios en administración de seguridad, 
administración de seguridad integral, seguridad y 
defensa, les consagre la calidad de administrador 
de seguridad o su equivalente, expedidos por Ins-
tituciones Educativas de nivel superior o Escuelas 
de Formación  de las Fuerzas Militares 
o Armadas, y que sean homologados por la auto-
ridad colombiana competente, siempre y cuando 
Colombia y el otro país hayan celebrado tratados o 
convenios de reciprocidad en el reconocimiento de 
títulos universitarios.

-

los administradores de seguridad en los ámbitos de 
la seguridad ciudadana y el orden público.

. El Adminis-
trador de Seguridad, siempre y cuando cumpla 
con los requisitos y demás exigencias consagra-
das en la presente ley, podrá desempeñarse en los 
siguientes cargos de entidades públicas, privadas, 
nacionales e internacionales con domicilio en Co-
lombia, como:

a) Consultor o asesor en investigaciones, es-
tudios y sistemas de seguridad, en organismos de 
seguridad del Estado, entidades públicas, privadas, 
nacionales e internacionales con domicilio en Co-
lombia;

b) Cargos de gerencia y dirección, administra-
ción, operacionales, docencia en empresas y es-
cuelas de capacitación de seguridad privada, en 
todas sus modalidades;

c) Gerente, Director o Jefe del departamento o 
área de seguridad, en entidades públicas y priva-
das, nacionales e internacionales con domicilio en 
Colombia;

d) Director, consultor o asesor de Orden Públi-
co y seguridad ciudadana en entidades públicas del 
nivel nacional, departamental, distrital y munici-
pal Estado.

un nuevo parágrafo, el cual atiende las recomenda-
ciones hechas por la Superintendencia de Vigilan-
cia y Seguridad Privada respecto de los servicios 
de asesoría, consultoría e investigación en seguri-
dad privada.

Artículo 5°. Campo de acción. 
profesión de Administrador de Seguridad desarro-
llará actividades como: profesional administrador 
de la seguridad podrá desarrollar actividades, como:

a) Docencia universitaria y administración aca-
démica en institutos de educación superior públi-
cos y privados;

b) Formulación y elaboración de planes de se-
guridad; protección de planes de seguridad; pro-
tección de personas; bienes e información e im-
plementación de procesos y procedimientos; ela-
boración de manuales; reglamentos y programas 
académicos en apoyo de las instituciones públicas 
y privadas;

c) Investigación sobre el desarrollo tecnológico 
de la seguridad y su aplicación en el campo de la 
profesión;

d) Consultoría, asesoría e investigación en peri-

investigaciones privadas; análisis y gestión inte-
gral del riesgo nivel personal y corporativo; estu-

para la selección de personal; poligrafía; diseño de 
programas en seguridad integral; interventoría y 
auditoría en los procesos y contratos de seguridad; 
supervisión y control de procesos y procedimien-
tos de seguridad; asesoría en trámites legales; ma-

como directivo de cualquier organización en el 
área de seguridad y la asesoría para implementa-

y seguridad, en el sector público y privado.
Parágrafo. Todas las actividades que desarro-

llen los administradores de seguridad se harán de 
conformidad a lo estipulado en la normatividad vi-
gente; y además, para el caso de los servicios de 
asesoría, consultoría e investigación en seguridad 
privada, se atenderán las disposiciones que sobre 
el particular dicte la Superintendencia de Vigilan-
cia y Seguridad Privada.

-
lo 6º, suprimiendo la “acreditación”, y retirando la 
“producción de doctrina”, atendiendo las observa-
ciones hechas por la Superintendencia de Vigilan-
cia y Seguridad Privada.

CAPÍTULO II
El Colegio Nacional de Acreditación  

de Administración de Seguridad
Artículo 6°. Colegio Nacional de Acreditación 

de Administración de Seguridad. Los administra-
dores de seguridad podrán crear el Colegio Nacio-
nal de Acreditación de Administración de Seguri-

-

los derechos e intereses de los profesionales ins-
critos; la formación profesional permanente de los 
profesionales en administración de seguridad; la 
investigación en temas relacionados con la seguri-
dad integral, y producción de doctrina en materia 
de seguridad y la aplicación del régimen discipli-
nario en garantía de la estabilidad del Estado y el 
respeto a los Derechos Humanos y las libertades 
civiles.

suprimiendo “de acreditación”.
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Composición. La Junta Directiva 
del Colegio Nacional de Acreditación de Adminis-
tración de Seguridad estará conformada por cinco 
(5) miembros elegidos por las asociaciones de la 
seguridad y de la academia en la siguiente forma: 
un (1) representante de las instituciones de educa-
ción superior, dos (2) representantes de las asocia-
ciones de profesionales de administración de la se-
guridad, y dos (2) representantes de las asociacio-

Los integrantes elegidos para formar parte de la 
Junta Directiva del Colegio se denominarán como 

Parágrafo. El período de la Junta Directiva del 
Colegio Nacional de Acreditación de Administra-
ción de Seguridad, es de 3 años renovables por el 
mismo tiempo, por una sola vez.

se suprimen los literales d) y h).
Artículo 8°. Funciones. El Colegio Nacional 

de Acreditación de Administración de Seguridad, 
cumplirá las siguientes funciones:

a) Promover entre sus asociados el cumplimien-

Humanos y a las garantías y libertades civiles;

-
tucionales públicas o privadas, y las entidades de 
educación superior y del gobierno;

c) Realizar y publicar estudios e investigacio-
nes sobre seguridad que permitan a todas las ins-

-
líticas, avances y el mercado laboral a nivel global 
de la industria de la seguridad en la búsqueda de la 
promoción y desarrollo humano;

d) Participar con voz y voto y por derecho pro-
pio en representación del Colegio Nacional de 
Acreditación de Administración de Seguridad, 
ante asociaciones de profesionales administrado-
res de seguridad;

e) El Gobierno Nacional podrá delegar en el 
Colegio Nacional de Administración de Seguridad 

-
sionales en administración de seguridad, y llevar 

-
tividad vigente para el caso. 
profesionales con arreglo a la normatividad conte-
nida en la presente ley y llevar el registro personal 

-
dia del Código de Ética;

g) Elaborar y aprobar su propio Reglamento de 
Régimen Interno;

h) 
que les sean sometidos por los asociados, aten-
diendo las discrepancias que puedan surgir en re-
lación con la actuación profesional y el cobro de 
sus honorarios, mediante laudo arbitral al que pre-
viamente se sometan de modo expreso las partes 
interesadas;

de libre nombramiento y remoción de la Junta Di-
-

ción legal e institucional de la Asociación Nacional 
de Acreditación de Administración de Seguridad;

-
terna, planta de personal, sus funciones y remu-
neración;

k) Nombrar los tres (3) integrantes del Tribunal 
Ético y Disciplinario;

l) Convocar anualmente a la Asamblea General 

el caso;
m) Las demás que establezcan en disposiciones 

vigentes.
TÍTULO II

DEL CÓDIGO DE ÉTICA DE LOS PROFESIONA-
LES EN ADMINISTRACIÓN DE SEGURIDAD

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

. La profesión de admi-
nistración de seguridad es una profesión que presta 
un servicio a la sociedad en interés público y que 

-
cia, en orden a obtener la concordia y la preser-
vación de los derechos y libertades civiles, en un 

Los profesionales en administración de seguri-

seguridad y tranquilidad de los intereses de perso-
nas e instituciones en armonía con la seguridad del 

a la preservación de la paz.

-
miento de las normas y al consiguiente régimen 
disciplinario consagrado en esta ley.

Artículo 10. Deberes. Son deberes del profe-
sional en administración de seguridad:

a) Practicar su profesión con responsabilidad 
y pulcritud, contribuyendo a la preservación de la 
seguridad de la comunidad y de la Nación;

b) Cumplir con las obligaciones pactadas en la 
prestación de sus servicios aplicando principios de 
lealtad, ética y reserva profesional;

la dignidad humana;
d) Conservar la sana competencia profesional 

práctica honesta de la profesión.

para armonizarlos con el resto del articulado del 
proyecto de ley.

Artículo 11. Derechos. Son derechos del pro-
fesional en administración de administrador de la 
seguridad:

a) Que se valore y se respete en igualdad de 
condiciones a las demás profesiones;

la presente disposición y se amplíen los espacios 
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laborales para los profesionales de administración 
de seguridad;

c) Que tanto el Gobierno como las entidades te-
rritoriales den estricto cumplimiento a la presente 
disposición en lo relacionado al derecho efectivo 

normativa;
d) Solicitar al Colegio Nacional de Acreditación 

de Administración de Seguridad, que haga pronun-
ciamientos en defensa de los derechos de los admi-

cuando por alguna causa o circunstancia, se con-
sideren discriminados o relegados laboralmente, 
o crean que no se está cumpliendo cabalmente la 
presente disposición por parte del Gobierno o de la 
Empresa privada.

Artículo 12. Prohibiciones. Son prohibiciones 
de los profesionales en administración de segu-
ridad:

-
dido o inhabilitado expresamente en virtud de re-

-
rentes a la naturaleza de la profesión en provecho 

o a la seguridad y estabilidad del Estado y a los 

usarla para cometer actos que atenten contra la li-
bertad, la vida y la integridad de los habitantes del 
territorio nacional, en desconocimiento de las nor-
mas tendientes a prevenir el lavado de activos, la 

de la ley.
CAPÍTULO II

Del régimen disciplinario

Artículo 13. El Tribunal Ético. Créase el Tri-
bunal Ético que tendrá como función la de hacer 
cumplir la normatividad contemplada en la pre-
sente ley, especialmente el régimen disciplinario y 
estará compuesto por tres profesionales que serán 
nombrados por el Colegio Nacional de Acredita-
ción de Administración de la Seguridad, por un 
periodo de cuatro años y podrán ser elegidos in-

del Colegio de Administración de Seguridad, pue-
da incluir nuevas faltas disciplinarias. Igualmente 

Falta disciplinaria. Constituye 
falta disciplinaria y da lugar a imposición de san-
ción por el Tribunal Ético, la comisión de cual-
quiera de las conductas previstas como tales en el 
presente estatuto.

Son faltas disciplinarias en particular:

natural en condiciones contrarias a la ley;

b) Provocar o intervenir voluntariamente en ri-
ñas o escándalo público originados en actividades 
profesionales;

el efecto de sustancias estupefacientes o de aque-
llas que produzcan dependencia, alteren la con-
ciencia y la voluntad al momento de realizar las 
actuaciones de consultoría, asesoría o investiga-
ción o al aplicar los procesos y procedimientos de 
seguridad;

d) Obrar con mala fe en las actividades relacio-

e) Asesorar, patrocinar o intervenir en actos 

Estado o de la comunidad;
f) No informar con veracidad la evolución del 

asunto encomendado;

h) Las demás que sean establecidas por la Junta 
Directiva del Colegio Nacional de Administración 
de Seguridad.

Parágrafo. -
tatuto de la Profesión de Administrador de Segu-
ridad y su Código de Ética los profesionales que 

-

y estén se hallen legalmente inscritos ante el Co-
legio.

Artículo 15. Causales de exclusión de la res-
ponsabilidad disciplinaria. No habrá lugar a res-
ponsabilidad disciplinaria cuando:

a) Se obre en circunstancias de fuerza mayor o 
caso fortuito;

b) Se obre en estricto cumplimiento de un deber 
constitucional o legal de mayor importancia que el 

de una actividad lícita;
-

no al cual deba ceder el cumplimiento del deber, 
en razón de la necesidad, adecuación, proporcio-
nalidad y razonabilidad;

f) Se actúe en situación de inimputabilidad.
Artículo 16. Sanciones. Son sanciones a las 

faltas las siguientes:
a) Amonestación verbal o escrita;

por el término de seis (6) meses;
-

Parágrafo 1°. Son atenuantes la confesión de 
la falta, el resarcimiento del daño o la compensa-

Parágrafo 2°. Son agravantes la trascendencia 
-

lización indebida de sus conocimientos, experien-
cia, tecnología y dispositivos que determinaron el 
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resultado, la afectación a los derechos fundamen-
tales y la utilización indebida de los asuntos enco-
mendados.

 El proceso que ha de seguirse para 
la aplicación de las sanciones aquí previstas será el 
procedimiento verbal consagrado en la Ley 734 de 
2002, en lo que resulte compatible con la presente 
ley. El proceso disciplinario será verbal concor-
dante con la Ley 734 de 2002.

Artículo 18. Vigencia. Esta ley rige a partir de 
su publicación y deroga todas las disposiciones 
que le sean contrarias.

De los honorables Congresistas,
Atentamente,

Carlos Alberto Baena López,
Senador de la República,

Movimiento Político MIRA.
Proposición

uso de las facultades conferidas por el artículo 153 
de la Ley 5ª de 1992, es que me permito rendir 
informe de ponencia favorable para primer deba-
te en la honorable Comisión Sexta del Senado de 
la República, y respetuosamente sugiero a los ho-
norables Congresistas, que se apruebe la siguiente 
proposición:

Dese primer debate en Senado al Proyecto 
de ley número 025 de 2011 Senado, por medio de 
la cual se reconoce y reglamenta el ejercicio de 
la profesión de Administrador de Seguridad y se 
dictan otras disposiciones. 
texto radicado por el Autor.

De los honorables Senadores,
Cordialmente,

Carlos Alberto Baena López,
Senador de la República,

Movimiento Político MIRA.
TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER  

DEBATE AL PROYECTO DE LEY  
NÚMERO 025 DE 2011 SENADO

por medio de la cual se reconoce y reglamenta el 
ejercicio de la profesión de Administrador en Se-

guridad y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
TÍTULO I

DE LA PROFESIÓN DEL ADMINISTRADOR  
DE SEGURIDAD

CAPÍTULO I
De la profesión administración de seguridad

Artículo 1°. Objeto.
la profesión de Administrador de Seguridad, regla-

-
ción, señalar sus entes rectores de dirección, or-

Artículo 2°. . Para la aplicación de 
esta ley, entiéndase por Administrador de Seguri-
dad, el profesional que acredite título universita-
rio expedido por una Escuela de Formación de las 
Fuerzas Militares o por cualquier otra institución 
de educación superior reconocida por el Ministe-
rio de Educación Nacional, para implementar los 
procesos y procedimientos encaminados a planear, 
organizar y dirigir la protección de personas y sus 
bienes, las empresas y sus activos y el medio am-
biente, en función de la neutralización de las ac-
ciones que puedan originar los actores generadores 
de riesgos, y daños o pérdidas, en el campo de la 

Artículo 3°. Requisitos. -
sión de Administrador de Seguridad en el territorio 
colombiano, se deberá cumplir con los siguientes 
requisitos:

a) Haber aprobado el programa académico y 
obtenido el título de pregrado como Administrador 
de Seguridad o su equivalente, en una institución 
de educación superior reconocida por el Ministe-
rio de Educación Nacional o en una Escuela de 
Formación de las Fuerzas Militares, con progra-
mas aprobados y/o homologados por el Gobierno 
Nacional;

Parágrafo. Además del título conferido confor-
me a la presente ley, tendrán validez y aceptación 
legal los títulos de pregrado y posgrado obtenidos 

acrediten estudios en administración de seguridad, 
administración de seguridad integral, seguridad y 
defensa, o su equivalente, expedidos por Institu-
ciones Educativas de nivel superior o Escuelas de 
Formación de las Fuerzas Militares o Armadas, y 
que sean homologados por la autoridad colombia-
na competente.

. El Administra-
dor de Seguridad, siempre y cuando cumpla con los 
requisitos y demás exigencias consagradas en la ley, 
podrá desempeñarse en los siguientes cargos:

a) Consultor o asesor en investigaciones, es-
tudios y sistemas de seguridad, en organismos de 
seguridad del Estado, entidades públicas, privadas, 
nacionales e internacionales con domicilio en Co-
lombia;

b) Cargos de gerencia y dirección, administra-
ción, operacionales, docencia en empresas y es-
cuelas de capacitación de seguridad, en todas sus 
modalidades;

c) Gerente, Director o Jefe del departamento o 
área de seguridad, en entidades públicas y priva-
das, nacionales e internacionales con domicilio en 
Colombia;

d) Director, Consultor o Asesor de Orden Pú-
blico y seguridad ciudadana en entidades públicas 
del nivel nacional, departamental, distrital y mu-
nicipal.

Artículo 5°. Campo de acción.
la profesión de Administrador de Seguridad desa-
rrollará actividades como:
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a) Docencia universitaria y administración aca-
démica en institutos de educación superior públi-
cos y privados;

b) Formulación y elaboración de planes de se-
guridad; protección de planes de seguridad; pro-
tección de personas; bienes e información e im-
plementación de procesos y procedimientos; ela-
boración de manuales; reglamentos y programas 
académicos en apoyo de las instituciones públicas 
y privadas;

c) Investigación sobre el desarrollo tecnológico 
de la seguridad y su aplicación en el campo de la 
profesión;

d) Consultoría, asesoría e investigación en pe-

2004, investigaciones privadas; análisis y gestión 
integral del riesgo a nivel personal y corporativo; 

-
bilidad para la selección de personal; poligrafía; 
diseño de programas en seguridad integral; inter-
ventoría y auditoría en los procesos y contratos 
de seguridad; supervisión y control de procesos y 
procedimientos de seguridad; asesoría en trámites 

desempeño como directivo de cualquier organi-
zación en el área de seguridad y la asesoría para 

-
tión de riesgo y seguridad, en el sector público y 
privado.

Parágrafo. Todas las actividades que desarro-
llen los administradores de seguridad se harán de 
conformidad a lo estipulado en la normatividad vi-
gente; y además, para el caso de los servicios de 
asesoría, consultoría e investigación en seguridad 
privada, se atenderán las disposiciones que sobre 
el particular dicte la Superintendencia de Vigilan-
cia y Seguridad Privada.

CAPÍTULO II
El Colegio Nacional de Administración  

de Seguridad
Artículo 6°. Colegio Nacional de Administra-

ción de Seguridad. Los administradores de seguri-
dad podrán crear el Colegio Nacional de Adminis-

-

-
liados; la defensa de los derechos e intereses de los 
profesionales inscritos; la formación profesional 
permanente de los profesionales en administración 
de seguridad; la investigación en temas relacio-
nados con la seguridad integral, la aplicación del 
régimen disciplinario en garantía de la estabilidad 
del Estado y el respeto a los Derechos Humanos y 
las libertades civiles.

Composición. La Junta Directiva 
del Colegio Nacional de Administración de Segu-
ridad estará conformado por cinco (5) miembros 
elegidos por las asociaciones de la seguridad y de 
la academia en la siguiente forma: un (1) repre-
sentante de las instituciones de educación superior, 
dos (2) representantes de las asociaciones de pro-
fesionales de administración de la seguridad, y dos 

retirados de las Fuerzas Militares.
Los integrantes elegidos para formar parte de la 

Junta Directiva del Colegio se denominarán Con-

Parágrafo. El período de la Junta Directiva del 
Colegio Nacional de Administración de Seguridad 
es de 3 años renovables por el mismo tiempo, por 
una sola vez.

Artículo 8°. Funciones. El Colegio Nacional 
de Administración de Seguridad, cumplirá las si-
guientes funciones:

a) Promover entre sus asociados el cumplimien-

Humanos y a las garantías y libertades civiles;

-
tucionales públicas o privadas, y las entidades de 
educación superior y del gobierno;

c) Realizar y publicar estudios e investigacio-
nes sobre seguridad que permitan a todas las ins-

-
líticas, avances y el mercado laboral a nivel global 
de la industria de la seguridad en la búsqueda de la 
promoción y desarrollo humano;

d) El Gobierno Nacional podrá delegar en el 
Colegio Nacional de Administración de Seguridad 

-
sionales en administración de seguridad, y llevar 

-
tividad vigente para el caso;

-
guardia del Código de Ética;

f) Elaborar y aprobar su propio Reglamento de 
Régimen Interno;

de libre nombramiento y remoción de la Junta Di-
-

ción legal e institucional de la Asociación Nacional 
de Acreditación de Administración de Seguridad;

h) Establecer la estructura y organización interna, 
planta de personal, sus funciones y remuneración;

i) Nombrar los tres (3) integrantes del Tribunal 
Ético y Disciplinario;

el caso;
k) Las demás que establezcan en disposiciones 

vigentes.
TÍTULO II

DEL CÓDIGO DE ÉTICA DE LOS PROFESIO-
NALES EN ADMINISTRACIÓN DE

SEGURIDAD
CAPÍTULO I

Disposiciones generales
. La profesión de admi-

nistración de seguridad es una profesión que presta 
un servicio a la sociedad en interés público y que 

-
cia, en orden a obtener la concordia y la preser-
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vación de los derechos y libertades civiles, en un 

Los profesionales en administración de seguri-

seguridad y tranquilidad de los intereses de perso-
nas e instituciones en armonía con la seguridad del 

a la preservación de la paz.

-
miento de las normas y al consiguiente régimen 
disciplinario consagrado en esta ley.

Artículo 10. Deberes. Son deberes del profe-
sional en administración de seguridad:

a) Practicar su profesión con responsabilidad 
y pulcritud, contribuyendo a la preservación de la 
seguridad de la comunidad y de la Nación;

b) Cumplir con las obligaciones pactadas en la 
prestación de sus servicios aplicando principios de 
lealtad, ética y reserva profesional;

la dignidad humana;
d) Conservar la sana competencia profesional 

práctica honesta de la profesión.
Artículo 11. Derechos. Son derechos del profe-

sional en administración de seguridad:
a) Que se valore y se respete en igualdad de 

condiciones a las demás profesiones;

la presente disposición y se amplíen los espacios 
laborales para los profesionales de administración 
de seguridad;

c) Que tanto el Gobierno como las entidades te-
rritoriales den estricto cumplimiento a la presente 
disposición en lo relacionado al derecho efectivo 

normativa;
d) Solicitar al Colegio Nacional de Adminis-

tración de Seguridad, que haga pronunciamientos 
en defensa de los derechos de los administradores 

alguna causa o circunstancia, se consideren dis-
criminados o relegados laboralmente, o crean que 
no se está cumpliendo cabalmente la presente dis-
posición por parte del Gobierno o de la Empresa 
privada.

Artículo 12. Prohibiciones. Son prohibiciones de 
los profesionales en administración de seguridad:

-
dido o inhabilitado expresamente en virtud de re-

-
rentes a la naturaleza de la profesión en provecho 

o a la seguridad y estabilidad del Estado y a los 

usarla para cometer actos que atenten contra la li-
bertad, la vida y la integridad de los habitantes del 
territorio nacional, en desconocimiento de las nor-

mas tendientes a prevenir el lavado de activos, la 

de la ley.
CAPÍTULO II

Del régimen disciplinario
Artículo 13. El Tribunal Ético. Créase el Tri-

bunal Ético que tendrá como función la de hacer 
cumplir la normatividad contemplada en la pre-
sente ley, especialmente el régimen disciplinario y 
estará compuesto por tres profesionales que serán 
nombrados por el Colegio Nacional de Adminis-
tración de la Seguridad, por un periodo de cuatro 

Falta disciplinaria. Constituye 
falta disciplinaria y da lugar a imposición de san-
ción por el Tribunal Ético, la comisión de cual-
quiera de las conductas previstas como tales en el 
presente estatuto.

Son faltas disciplinarias en particular:

natural en condiciones contrarias a la ley;
b) Provocar o intervenir voluntariamente en ri-

ñas o escándalo público originados en actividades 
profesionales;

el efecto de sustancias estupefacientes o de aque-
llas que produzcan dependencia, alteren la con-
ciencia y la voluntad al momento de realizar las 
actuaciones de consultoría, asesoría o investiga-
ción o al aplicar los procesos y procedimientos de 
seguridad;

d) Obrar con mala fe en las actividades relacio-

e) Asesorar, patrocinar o intervenir en actos 

Estado o de la comunidad;
f) No informar con veracidad la evolución del 

asunto encomendado;

h) Las demás que sean establecidas por la Junta 
Directiva del Colegio Nacional de Administración 
de Seguridad.

Parágrafo. -
tatuto de la Profesión de Administrador de Segu-
ridad y su Código de Ética los profesionales que 

-

y estén legalmente inscritos.
Artículo 15. Causales de exclusión de la res-

ponsabilidad disciplinaria. No habrá lugar a res-
ponsabilidad disciplinaria cuando:

a) Se obre en circunstancias de fuerza mayor o 
caso fortuito;

b) Se obre en estricto cumplimiento de un deber 
constitucional o legal de mayor importancia que el 

de una actividad lícita;
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-
no al cual deba ceder el cumplimiento del deber, 
en razón de la necesidad, adecuación, proporcio-
nalidad y razonabilidad;

f) Se actúe en situación de inimputabilidad.
Artículo 16. Sanciones. Son sanciones a las 

faltas las siguientes:
a) Amonestación verbal o escrita;

por el término de seis (6) meses;
-

Parágrafo 1°. Son atenuantes la confesión de 
la falta, el resarcimiento del daño o la compensa-

Parágrafo 2°. Son agravantes la trascendencia 
-

lización indebida de sus conocimientos, experien-
cia, tecnología y dispositivos que determinaron el 
resultado, la afectación a los derechos fundamen-
tales y la utilización indebida de los asuntos enco-
mendados.

 El proceso que ha de seguirse para la 
aplicación de las sanciones aquí previstas será el pro-
cedimiento verbal consagrado en la Ley 734 de 2002, 
en lo que resulte compatible con la presente ley.

Artículo 18. Vigencia. Esta ley rige a partir de 
su publicación y deroga todas las disposiciones 
que le sean contrarias.

De los honorables Congresistas,
Atentamente,

Carlos Alberto Baena López,
Senador de la República,

Movimiento Político MIRA.
* * *

PONENCIA PARA PRIMER DEBATE  
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 188  

por medio de la cual se establece la norma que 
regula el retorno de compatriotas residentes en el 

Bogotá, D. C., abril 11 de 2012
Doctora
ALEXANDRA MORENO PIRAQUIVE
Presidenta
Comisión Segunda 
Senado
Referencia: Ponencia para primer debate al Pro-

yecto de ley número 188 de 2011 Senado, 214 de 
2011 Cámara, por medio de la cual se establece la 
norma que regula el retorno de compatriotas resi-

Honorables Senadores de la República:
En cumplimiento a la designación realizada por 

la honorable Mesa Directiva de la Comisión Se-
gunda Constitucional del Senado de la República, 
y de conformidad con lo establecido en el artículo 

150 de la Ley 5ª de 1992, sometemos a conside-
ración de los honorables Senadores el informe de 
ponencia para primer debate al Proyecto de ley 

ra, por medio de la cual se establece la norma que 
regula el retorno de compatriotas residentes en el 

1. Trámite de la iniciativa
El Proyecto de ley número 188 de 2011 Se

por medio de la 
cual se establece la norma que regula el retorno 

-
jan incentivos migratorios, es de la autoría de los 
honorables Congresistas Jaime Buenahora Febres, 
Hernán Penagos Giraldo, Libardo Antonio Tabor-
da Castro, Miguel Gómez Martínez, Roosvelt Ro-
dríguez Rengifo, Juan Carlos Martínez Gutiérrez, 
Efraín Torrado García y Manuel Mesías Enríquez 
Rosero. Se radicó el 13 de abril de 2011 en la Se-
cretaría General de la honorable Cámara de Repre-
sentantes e inició su trámite en la Comisión Segun-
da Constitucional de la Cámara de Representantes, 

consta en la Gaceta del Congreso número 614 de 
2011. Se presentó el informe de ponencia para se-
gundo debate y fue votado favorablemente en Se-
sión Plenaria de la Cámara de Representantes el 
día 12 de diciembre de 2011, el cual se encuentra 
en la Gaceta del Congreso número 710 de 2011.

Finalmente, la honorable Mesa Directiva de la 
Comisión Segunda Constitucional del Senado de 
la República designó como ponente para primer 
debate al Senador Juan Lozano Ramírez, quien 
rinde el presente informe.

2. Objeto
De conformidad con el artículo 1° del tex-

to aprobado en Sesión Plenaria de la Cámara de 
Representantes, el presente proyecto de ley busca 
“Establecer las normas que regulan los aspectos 

al retorno de los colombianos, y de igual forma 
promover y facilitar su retorno voluntario esta-
bleciendo incentivos y acciones para contribuir a 
generar oportunidades de empleo, promoviendo 
iniciativas productivas que reactiven su capacidad 
de desarrollo en áreas de producción, comerciali-
zación y/o prestación de servicios y garanticen su 
estabilización socioeconómica”.

3. ón
Son muchas las razones por las que nuestros 

nacionales migran a otros países, y de lo que no 
hay duda es que el fenómeno de la globalización 
también ha facilitado las condiciones para que ello 
ocurra. Si bien el intercambio cultural y social au-

-
tivos adicionales para que decidan quedarse como 

económica, la calidad de vida, entre otros; lo cual 
resulta en una desafortunada fuga de cerebros para 
Colombia, cuando de academia y experiencia la-
boral adquirida se trata.
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-
ciera global que estalló en 2008 alcanzó hasta las 
economías más estables. Estados Unidos de Amé-
rica, destino preferido por los colombianos vio 
seriamente afectado su sector inmobiliario, lo que 

consecuencia la inversión ganada con el esfuerzo 

Esta lamentable realidad generó además el cie-
rre de empresas y el despido masivo de empleados, 
que para muchos colombianos residentes en ese y 

y la reducción de transferencias internacionales a 
habitantes en el territorio nacional. En consecuen-
cia surge la siguiente duda, ¿Colombia y su orde-

reubicar a nuestros compatriotas que regresan del 

Antes que todo, es necesario tener en cuenta que 
quienes programan su regreso se interesan princi-
palmente en asegurar empleo, vivienda, educa-

-
siones, y eventuales préstamos. Por consiguiente, 
se hace necesario que el Estado y sus instituciones 
adopten medidas que garanticen el retorno de los 
emigrantes colombianos en condiciones dignas. 

4. Marco Normativo
En la Sentencia C-1707 de 2000, la Corte Cons-

titucional señala la facultad que tiene el Gobierno 

materias que contemplan los numerales 3, 7, 9, 11 
y 22, y los literales a), b) y e) del numeral 19 del 
artículo 150 de la Constitución Nacional; incluidas 
las que establece el inciso 2° del artículo 154 de la 
norma ibídem, como “las que decreten exenciones 
de impuestos, contribuciones, o tasas nacionales”. 

En concordancia con el parágrafo 5° del ar-
tículo 142 de la Ley 5ª de 1992, el fallo también 
indica que el Gobierno podrá coadyuvar cualquier 
proyecto de su iniciativa, siempre y cuando las cir-

aprobación en las Plenarias.
Ahora bien el artículo 5° del proyecto de ley 

en mención incluye unos incentivos tributarios 
necesarios para garantizar el retorno de nuestros 
nacionales, en condiciones óptimas y dignas al 
país. El artículo proyectado, de conformidad con 
el artículo 7° de la Ley 819 de 2003, requiere que 
el Gobierno Nacional coadyuve la iniciativa para 
que esta sea correctamente incluida en el ordena-

-
seguido a través de la presente iniciativa, y basado 

reseñadas, el Ministerio de Hacienda y Crédi-
to Público tuvo conocimiento del texto aprobado 
en la Plenaria de la Cámara de Representantes, y 

hacerse para que se discuta y vote en tercer deba-
te, las cuales se encuentran en el texto propuesto 
para la Comisión Segunda de Senado del cuadro 
comparativo. 

5. Legislación latinoamericana comparada
5.1 Chile

quienes retornan, mientras que la Ley 19.074 de 
1991 busca el reconocimiento de los títulos obteni-

el exilio. Por su parte, la Ley 19.128 de 1992 re-
gula lo relacionado con la exención aduanera para 

y automóviles usados. 
Las mencionadas leyes trataron la reinserción o 

reinstalación, pero no la reparación moral ni ma-
terial. 

5.2 Costa Rica
Una nueva ley migratoria elaborada con la asis-

tencia técnica de la Organización Internacional 
para las Migraciones (OIM), se aprobó en el 2009, 
y entró a regir en 2010. En ella se destaca la crea-

una tasa de 25 dólares provenientes de las reno-
vaciones de cédulas de residentes, y se destinan 
para la prestación de servicios en salud y educa-
ción a migrantes. También exige que las personas 
migrantes tengan seguridad social. 

5.3 Ecuador
Con la adopción de su nueva Constitución Po-

lítica se establecieron una serie de normas que re-
gulan el aspecto migratorio de la siguiente manera: 
la atención y protección a personas emigrantes y 
sus familias (artículo 40), incentivos al desarrollo 
económico y social vinculado a las migraciones 
(artículo 338), fomento de vínculos e integración 

el Ecuador (artículos 9°, 11, 40), negocios interna-
cionales en temas migratorios (artículo 416), pro-
tección de la familia transnacional (artículo 40), 
y derecho al voto en el exterior y elección de seis 
asambleístas (artículo 63).

5.4 Nicaragua
En 1990 se constituyó el Centro Nicaragüense 

de Derechos Humanos (CENIDH) para defender a 
los ciudadanos de forma integral, el cual también 
busca proteger los derechos de los migrantes y sus 
familias, a través de la coordinación con organiza-
ciones e instituciones. 

5.5 Paraguay
En 1996 se expidió la Ley 978 sobre migración 

-
guayos. Esta norma les permite introducir una sola 

-

-
bres de impuestos, aranceles y demás gravámenes.

5.6 Perú
El Estado peruano facilita legalmente el retorno 

de sus nacionales que se encuentran en el exterior 
y que desean retornar a ese país después de cum-
plir un ciclo laboral, para reencontrarse con sus 
familiares o para iniciar otro ciclo de actividades 
económicas. La Ley 28182, también denominada 
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Ley de Incentivos Migratorios, entró en vigencia 
el 1° de marzo de 2005.

5.7 Uruguay 
En el año 2008 se expidió la Ley 18.250 que 

ofrece facilidades a sus nacionales para regre-

eventualmente sus vehículos, sin tener que pagar 
impuestos. El trámite debe iniciarse en el lugar 
de residencia de la persona o la familia y no en 
Uruguay.

6. Migración de nacionales y remesas
Con el ánimo de aportar al presente proyecto 

de ley, la Dirección de Asuntos Migratorios, Con-
sulares y Servicio al Ciudadano del Ministerio de 
Relaciones Exteriores, a través del Grupo Interno 

Colombia Nos Une proporcionó un 
documento el cual da a conocer información útil 
para el debate, que expondremos en los siguientes 
términos: 

El escrito recoge información y estadísticas rea-
lizadas por el DANE, en el cual muestra que desde 
1985 hasta 2005 había una población de 3.378.345 
colombianos residiendo de manera permanente en 
el exterior. Sin embargo, el Ministerio de Relacio-
nes Exteriores considera que esta cifra puede as-
cender a 4.700.000 millones en 2012.

Según el Censo General de 2005 del DANE, los 
países que se indican en el siguiente cuadro co-
rresponden a los destinos preferidos por los emi-
grantes colombianos. En los tres primeros lugares 
tenemos a EE.UU. (35%), España (23%) y Vene-
zuela (20%).

Uso de las remesas en Colombia
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Entre 2008 y 2011 los ingresos por remesas de 

AÑO TOTAL 
REMESAS VARIACIÓN

2008 4.842,40  
2009 4.145,00  -14,40%
2010 4.023,50  -2,93%
2011 4.167,70  3,58%

Los ingresos de remesas a Colombia durante 
los últimos cuatros años son: 
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Retorno de colombianos en el exterior 
A continuación se enuncian las principales cau-

sales por las que retornan colombianos al país, se-
gún la Encuesta Nacional de Migración Interna-

MOTIVO PORCENTAJE
Familiar 53,5%
Económica/Laboral 21,5%
Adaptación 13,3%
Salud 3,2%
Deportación 2,1%
Falta o vencimiento de documentos 1,6%
Discriminación/Xenofobia 0,1%
Otro 4,7%
Total 100%

-
te entre 2000 y 2008 provenían de los siguientes 
países:
Retornados, por período de retorno, según país de procedencia
País donde residía 2000-2005 2005-2008
España 10,9 16,4
Estados Unidos 32,9 32,4
Venezuela 22,5 27,3
Canadá 1,3 3,1
Italia 1,9 0,4
Panamá 2,2 4,4
Ecuador 6,0 12,5
Otros europeos 6,8 0,7
Otros suramericanos 4,4 0,5
Otros centroamericanos, Caribe 
y México 8,0 1,8

Asia y Oceanía 2,9 0,5
África 0,3 0,0
Total 100 100
Fuentes: DANE 2006 y ENMIR.

2011, el Plan de Retorno Positivo (PRP), ofreció 
atención inmediata, inserción laboral, y capacita-
ción para el emprendimiento a 2.272 colombianos 
inmigrantes:

AÑO CIUDAD/DEPARTAMENTO N°  DE 
BENEFICIARIOS

2009 Bogotá, D. C. 274
2010 Bogotá, D. C. 679

2011

Bogotá, D. C. 821

1.319
Risaralda 288
Valle del Cauca 149
Norte de Santander 61

Muchas solicitudes de apoyo para retorno pro-
vienen de colombianos que residen en España, ale-
gando la crisis económica por la que atraviesa este 
país. Por lo tanto, el Gobierno español resolvió 
respaldar a los migrantes a través de programas 
que faciliten su regreso al país. 

-

edad promedio es de 32 años. 
Tanto en EE.UU. como en España, los migran-

tes colombianos acceden casi a la par de los nati-
vos a servicios básicos (agua potable, energía eléc-
trica, comunicaciones) y educación. Respecto a la 
vivienda no ocurre lo mismo, ya que en España 

propiedad. 

 7. Texto propuesto
Texto aprobado en la Plenaria  

de la Cámara de Representantes
Texto propuesto para la  

Comisión Segunda de Senado
Por medio de la cual se estable-
ce la norma que regula el retor-
no de compatriotas residentes 

-
vos migratorios.
Artículo 1°. Objeto de la ley. 
Establecer las normas que regu-
lan los aspectos aduanero, tribu-

al retorno de los colombianos, 
y de igual forma promover y 
facilitar su retorno voluntario 
estableciendo incentivos y ac-
ciones para contribuir a generar 
oportunidades de empleo, pro-
moviendo iniciativas producti-
vas que reactiven su capacidad 
de desarrollo en áreas de pro-
ducción, comercialización y/o 
prestación de servicios y garan-
tice su estabilización socioeco-
nómica.
Artículo 2°. Requisitos. Los 
colombianos que viven en el ex-

una sola vez, a lo dispuesto en la 
presente ley, siempre que cum-
plan los siguientes requisitos: 
a) Acreditar que ha permaneci-

-
nos tres (3) años para acogerse 

residencia expedido por el con-
-

dicción o con la notarización y 
legalización mediante apostille;
b) Manifestar por escrito a la 
autoridad competente su interés 
de retornar al país y acogerse a 
la presente ley;
c) Ser mayor de edad o cabeza 
de familia.
Parágrafo 1°. Personas no ele-
gibles. La presente ley no ten-
drá cobertura para el ingreso de 
personas condenadas en el ex-
terior por delitos relacionados 

-

armas, y violadores de Dere-
chos Humanos. Tampoco serán 
elegibles personas que hayan 
ido al exterior desfalcando o ha-
biendo afectado el erario públi-
co, es decir, personas imbuidas 
en corrupción.

Parágrafo 2°. La situación 
migratoria del colombiano re-

tenida en cuenta para obtener 

presente ley.
Artículo 3°. Tipos de retorno. 
Se consideran tipos de retorno 

-
guientes:
Retorno solidario. El Gobier-
no Nacional formulará el Plan 
de Retorno Solidario para los 
migrantes colombianos que son 
retornados o regresan de mane-
ra voluntaria al país, especial-
mente los exiliados que tengan 
o hayan tenido la nacionalidad 

Por medio de la cual se dictan 
disposiciones sobre el retorno 
de los colombianos residentes 

-
vos para la inmigración.
Artículo 1°. Objeto de la ley. 
Crear incentivos de carácter 

-
ciero concernientes al retorno 
de los colombianos, y brindar 
un acompañamiento integral a 
aquellos inmigrantes que vo-
luntariamente desean retornar 
al país. 

Artículo 2°. Requisitos. Los 
colombianos que viven en el 

por una sola vez, a lo dispues-
to en la presente ley, siempre y 
cuando cumplan los siguientes 
requisitos: 
a) Acreditar que ha permaneci-

-
nos tres (3) años para acogerse 

residencia expedido por el con-
-

dicción, o con la notarización y 
legalización mediante apostille;
b) Manifestar por escrito a la 
autoridad competente, su inte-
rés de retornar al país y acoger-
se a la presente ley;
c) Ser mayor de edad.

Parágrafo 1°. Personas exclui-

esta ley. La presente ley no be-

vigentes en Colombia o en el 
exterior, por delitos relacionados 

-

violaciones al Derecho Interna-
cional Humanitario y el Derecho 
Internacional de los Derechos 
Humanos. Tampoco -
rán aquellas personas que hayan 
cometido delitos contra la admi-
nistración pública.
Parágrafo 2°. La situación 
migratoria del colombiano re-

tenida en cuenta para obtener 

presente ley.
Artículo 3°. Tipos de retorno. 
Los siguientes tipos de retorno 

-
sente ley:
a) Retorno solidario. Es el re-
torno que realiza el colombiano 

interno, como también aquellos 
 

como pobres de solemnidad. 
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Texto aprobado en la Plenaria  
de la Cámara de Representantes

Texto propuesto para la  
Comisión Segunda de Senado

de estos nacidos en el extran-
-

lombianos, migrantes indocu-
mentados en el país receptor, 

-
fugiados, como también los co-
lombianos que regresen al país 

 como pobres 
de solemnidad. Este Plan de 
Retorno Solidario contemplará 
alianzas interinstitucionales y 

brindar las herramientas nece-

de sus derechos, por medio de 
acciones para facilitar el acceso 
a servicios de salud y vivienda, 
capacitaciones a nivel laboral, 
desarrollo de emprendimientos 
y acceso a crédito para pro-
yectos productivos, así como 
de asistencia social median-

psicológico para los migrantes 
retornados y su núcleo familiar. 
Para el Estado colombiano, sus 
autoridades en todos los niveles 
de la administración y para las 
entidades territoriales será con-
siderado el retornado como po-
blación vulnerable y caracteri-
zado o priorizado como tal, para 
acceder a los servicios enuncia-
dos en el artículo anterior.
Retorno humanitario. Cuan-
do el ciudadano es 
por nuestras autoridades o las 
del país de acogida, como en 
situación de riesgo económico 
y social 
inscribe voluntariamente en los 
programas de apoyo diseñados 
para estos efectos, debe tener 
acompañamientos instituciona-
les dentro de una ruta de inter-
vención con implicación de los 
tres niveles de gobierno y la ins-
titucionalidad, en perfecta coor-
dinación, para que ese retorno 
atienda la situación de riesgo y 
se logre vincularlo en la gestión 
del desarrollo local.
Retorno por causa especial. 
Que el ciudadano residente en 
el exterior por alguna situación 
de fuerza mayor, especial o fa-
miliar, pierda de manera abso-
luta o parcial a integrantes de su 
grupo familiar y desee retornar 

de origen; considérese causas 
especiales aquellas que pongan 
en riesgo su integridad física, 
económica o personal y/o la de 
sus familiares radicados con él 
en el exterior, como también el 
abandono o muerte de familiares 
radicados con él en el exterior.
Retorno laboral. En el que el 
ciudadano aporta al plan de de-
sarrollo de la localidad a la que 
retorna, como formador de for-
madores, o en su rol de poten-

productiva o de la prestación 
de servicios en ella, mediante 
el empleo de sus capacidades en 
el aprovechamiento de saberes, 

 

b) Retorno humanitario. Es el 
retorno que realiza el colombia-
no que haya sido
por nuestras autoridades o las 
del país de acogida, como en 
situación de riesgo económico 
y social. 

c) Retorno por causa especial. 
Es el retorno que realiza el co-
lombiano por alguna situación 
de fuerza mayor o causas espe-
ciales. Considérense causas es-
peciales aquellas que pongan en 
riesgo su integridad física, eco-
nómica o personal y/o la de sus 
familiares, así como el abando-
no o muerte de familiares radi-
cados con él en el exterior.

d) Retorno laboral. Es el retor-
no que realiza el colombiano a 
su lugar de origen podrá con el 

de caracter laboral adquiridas 
en el exterior.

Texto aprobado en la Plenaria  
de la Cámara de Representantes

Texto propuesto para la  
Comisión Segunda de Senado

convenientemente por el SENA 
o las entidades propias para 
ello, universidades o institutos 
tecnológicos reconocidos y va-
lidados, según sea el nivel pro-
fesional de quien retorna.
Retorno productivo. Que in-
cluya la obtención de una vi-
vienda digna familiar o que 

productivo para lo que el ciuda-
dano comprometa sus propios 
recursos, subvenciones de la 
acogida migratoria para el re-
torno voluntario productivo, su 
ahorro o capacidad de crédito, 

-
ductivos que potencien el uso 
de sus conocimientos y el em-
pleo de nuevas tecnologías, la 
transferencia ordenada de esas 
tecnologías, en iniciativas pro-
ductivas vinculadas al plan de 
desarrollo de su localidad de 
reasentamiento

-
das en él.

vo. Aquel al que se inscribe un 
ciudadano y su familia por con-
siderar cumplido su ciclo en el 
exterior y el momento adecuado 
para reinsertarse de nuevo en la 
sociedad colombiana de origen, 
con base en un plan de reasen-
tamiento que pueda cubrir un 
lapso de tiempo
entre tres y cinco años a partir 
de su inscripción en el progra-
ma de apoyo.

e) Retorno productivo. Es el 
retorno que realiza el colombia-
no
productivos vinculados al plan 
de desarrollo de su departamen-
to y/o municipio de reasenta-
miento, con sus propios recur-
sos y subvenciones de acogida 
migratoria. 

Incentivos y acom-
pañamiento integral a los tipos 
de retorno. 
Para el retorno solidario, el 
Gobierno Nacional a través del 
Ministerio de Relaciones Exte-
riores deberá realizar en un pla-
zo no mayor a seis (6) meses un 
Plan de Retorno Solidario que 
contemple alianzas interinstitu-
cionales y de cooperación, que 
permita brindar las herramien-
tas para facilitar el acceso a ser-
vicios de salud y adquisición de 
vivienda, capacitaciones a nivel 
laboral, así como de asistencia 

-
cas y psicológico.
Para el retorno humanitario y/o 
por causa especial, el Gobierno 
Nacional deberá diseñar progra-
mas de apoyo con acompaña-
miento que permitan atender y 
eliminar la situación de riesgo 
del inmigrante y su vinculación 
en la gestión del desarrollo de-
partamental y/o municipal de su 
lugar de reasentamiento.
Para el retorno laboral, las ins-
tituciones educativas del nivel 
universitario o tecnológico re-
conocidas y validadas en Co-
lombia, podrán emplear a los in-
migrantes como formadores en 
sus instituciones de acuerdo con 

-
cios y experiencias de carácter 
laboral adquiridas en el exterior.
Para el retorno productivo,  
el Gobierno Nacional deberá ex-
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Texto aprobado en la Plenaria  
de la Cámara de Representantes

Texto propuesto para la  
Comisión Segunda de Senado

Incentivos tributa-
rios.
con los requisitos señalados en el 
artículo 2°, estarán liberados del 
pago de todo tributo, derechos de 
importación, impuesto a las ven-
tas u otros, que grave la importa-
ción de los siguientes bienes:

treinta y cinco mil dólares 
(US$35.000), y un (1) vehículo 
automotor, nuevo o usado has-
ta por un máximo de treinta y 
cinco mil dólares (US$35.000), 
el cual una vez ingresado al país 
deberá permanecer en propie-

Ley por un periodo no inferior 
a tres (3) años. Tratándose de 
vehículo usado deberá compro-
barse su propiedad con mínimo 
dos (2) años de anterioridad 
a la fecha de ingreso al país y 
no podrá ser de modelo mayor 
a cinco (5) años de antigüedad;
b) Instrumentos profesionales, 
maquinarias, equipos, bienes 
de capital, y demás bienes que 
usen en el desempeño de su 

empresarial, hasta por un monto 
máximo de doscientos cincuen-
ta mil dólares (US$250.000);
c) La monetización del monto 
de dinero producto de la venta 
de bienes y activos ganados por 

-
ción de servicios en el país de 
residencia, con la debida acre-
ditación de su origen lícito y 
cumpliendo con las formalida-
des del país receptor. En este 
caso se exonerará el pago de los 
impuestos, tasas, sobretasas y 
retenciones que originen la res-

. 
La cuantía a exonerar no deberá 
ser mayor a quinientos mil dó-
lares (US$500.000) los cuales 
deben entrar al país previa cer-

tramitados a través de una enti-

sus costos de intermediación con 
excepción del cuatro por mil.
Parágrafo 1°. En caso que el va-
lor de los bienes internados exce-
da el monto exonerado, se deberá 
cancelar los tributos diferenciales.
Parágrafo 2°. Los montos an-
teriores, mediante resolución, 
podrán ser actualizados anual-
mente por el Ministerio de Ha-
cienda y Crédito Público, quien 
los comunicará al Ministerio 
de Relaciones Exteriores para 
su conocimiento y difusión y 
a la Dirección de Impuestos y 
Aduanas Nacionales (DIAN) 
para su aplicación.

pedir un plan de reasentamiento 
que incluya el desarrollo y asesoría 
de emprendimientos de proyectos 
productivos, así como el acceso a 

Artículo 5°. Incentivos tributa-
rios. -
plan con los requisitos señala-
dos en el artículo 2°, quedarán 
exentos del pago de todo tributo 
y de los derechos de importa-
ción que graven el ingreso al 
país de los siguientes bienes:

dos mil 
cuatrocientas Unidades de Valor 
Tributario (2.400 UVT);

b) Instrumentos profesionales, 
maquinarias, equipos, bienes de 
capital, y demás bienes excepto 
vehículos, que usen en el desem-

-
vidad empresarial, hasta diecisiete 
mil ciento treinta Unidades de Va-
lor Tributario (17.130 UVT);
c) La monetización producto 
de la venta de bienes y activos 

o prestación de servicios en el 
país de residencia, con la debida 
acreditación de su origen lícito 
y cumpliendo con las formali-
dades del país receptor. En este 
caso no se causa el gravamen 

. 
La cuantía a exonerar no deberá 
ser mayor a treinta y cuatro mil 
doscientos sesenta y dos Unida-
des de Valor Tributario (3.4262 
UVT) los cuales deben entrar 

proveniencia y ser tramitados a 

que solo cobrará sus costos de 
intermediación.

Parágrafo 1°. Si el valor de los 
bienes importados al país excede 
el monto exonerado, se cancela-
rán los tributos diferenciales.
Parágrafo 2°. Quedan exclui-
das de las maquinarias, equipos 
y bienes de capital menciona-
dos en el literal b) del presente 
artículo, las siguientes partidas 
y subpartidas arancelarias, sin 

registro o licencia de impor-
tación cuando sea obligatorio 
de conformidad con las nor-
mas vigentes: 8426.26.20.00, 
8426.30.00.00, 8426.99.20.00, 
8429, 8430 (excepto 
8430.20.00.00), 8479.10.00.00, 
8704.10.00.10, 8705.20.00.00, 
8705.40.00.00. 

Texto aprobado en la Plenaria  
de la Cámara de Representantes

Texto propuesto para la  
Comisión Segunda de Senado

Parágrafo 3°. Se implementa-
rán incentivos tributarios para 
los colombianos que deseen ge-
nerar nuevas empresas en Co-
lombia como parte de su retor-
no, siempre que estas se vincu-
len en alguna de las fases de las 

desarrollo.
Artículo 5°. Pérdida de bene-

-
dalidad, a favor de terceras 
personas los bienes, que hayan 
internado en el país en virtud de 
la presente ley, o los adquiren-
tes de dichos bienes, quedarán 
obligados al pago de los tributos 
y los intereses correspondien-
tes, si la transferencia se efec-
tuara dentro de los tres (3) años 
siguientes a su regreso. 
Artículo 6°. Acompañamiento 
institucional. El Ministerio de 
Relaciones Exteriores con cargo 
al Fondo Rotatorio del Ministe-
rio de Relaciones Exteriores, 
diseñará, implementará, super-
visará y gerenciará, los centros 
de referenciación y oportunidad 
para el retorno, CRORE, de los 

-
les de operación estable en las 
zonas de origen migratorio y re-
torno desde los cuales se iden-

y evaluará la ruta de atención 
integral 
de la ley, para facilitar, el recibo 
y la acomodación, la asistencia 
sico-afectiva y sociofamiliar, el 
empleo, los emprendimientos 
de los potenciales migrantes, 
retornados y de sus familias, 

planes de emprendimiento, con 
corresponsabilidad de los tres 
niveles de gobierno y en coor-
dinación con los países de aco-
gida con una visión proactiva el 
fomento de condiciones locales 
de desarrollo.
Parágrafo 1°. Los CRORE, 
coordinarán la ruta de atención 
integral al retorno con los acto-
res públicos y privados existen-
tes en cada zona del país, debi-

-
dos para que cada uno aporte 
con oferta institucional propia y 
articulada a la gestión integral, 

-
tivos. (Comisarías de familia, 

Compensación familiar, sector 
privado y demás actores que se 

necesarios).
Parágrafo 2°. La ley habilita a 

-
miliar para ofrecer y prestar los 
servicios que incluyen en sus 
portafolios de productos y ser-
vicios a la población colombiana 
en el exterior, a sus familias y a 
los ciudadanos en el retorno para 
la atención de las problemáticas 
y necesidades vividas de esta  
población y para apoyar integral-

Artículo 6°. Pérdida de bene-

bienes importados al 
país para el provecho de terce-

-
dalidad en virtud de la presente 
ley, o los adquirentes de dichos 
bienes, quedarán obligados al 
pago de los tributos y de los 
intereses correspondientes, si la 
transferencia se efectuara den-
tro de los tres (3) años siguien-
tes a su regreso. 

Coordinación in-
terinstitucional. El Ministerio 
de Relaciones Exteriores de ma-
nera articulada con las autorida-
des departamentales, distritales 
y/o municipales, diseñará, im-
plementará y gerenciará -
cinas de Atención al Migrante. 

cada departamento, distrito y/o 
municipio según la necesidad, 

-

de la presente ley. 

Artículo 8°. Se autoriza a los 
colombianos que deseen retor-

-

reconocidas por el Estado.
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Texto aprobado en la Plenaria  
de la Cámara de Representantes

Texto propuesto para la  
Comisión Segunda de Senado

mente su estabilización so-
cioeconómica, para ello adopta-
como instrumento de interven-
ción su modelo de protección 
social integral para familias 
transnacionales, por lo que auto-

en el exterior al sistema de com-
pensación familiar en Colombia.

. 
Las gobernaciones y alcaldías 
de las zonas de origen migra-
torio y de retorno en Colombia, 
con cargo a sus presupuestos, 
son habilitadas por la ley para 
actuar coordinadamente para 
crear instrumentos de aval para 
los colombianos en el exterior 
para potenciar su capacidad de 
crédito y el retorno programado 
positivo y productivo.
Parágrafo 1°. Fondo Interna-
cional de Garantías para Co-
lombianos en el Exterior (FIG-
COL). Créase el instrumento que 
impulsado por la Organización 
Internacional para las Migracio-
nes, OIM, permite el aval al ciu-

y requiere crédito en el exterior 

 
productivo en el retorno.
Parágrafo 2°. Banca Pública 
para el Emprendimiento. La ley 
habilita a los departamentos y 
localidades de origen migratorio 
como de destino en el retorno, 
para fortalecer o para crear la 
banca pública para el empren-

emprendimiento regional o local 
como al del migrante su familia 
y al de la población en la situa-
ción de retorno. Igualmente para 
promover el diálogo con actores 
públicos o privados de la acogi-
da migratoria y la cooperación 

recursos, esfuerzos e inteligen-
cias en la gestión de apoyos al 
retorno positivo y las necesi-

emprendimientos de las familias 
con experiencia migratoria.

Supervisión y con-
trol. La Dirección de Impuestos 
y Aduanas Nacionales (DIAN) 
se encargará de las acciones de 
supervisión y control de lo dis-
puesto en la presente ley. 

Difusión. El Ministe-
rio de Relaciones Exteriores será 
el encargado de implementar las 
disposiciones de acompañamiento 
y de ordenamiento institucional y 
de difundir, a través de sus dele-

-
gados por la presente ley. Así mis 

de Colombia deberán contar con 
los servicios y herramientas nece-
sarias para mantener informados 
a sus nacionales residentes en el 
exterior, de los programas de re-
torno, franquicias y facilidades 
que se conceden a quienes deseen 
reincorporarse al país.

Difusión. El Minis-
terio de Relaciones Exteriores 
será el encargado de implemen-
tar las disposiciones de acom-
pañamiento y de ordenamiento 
institucional y de difundir, a 
través de sus delegaciones di-

-

por la presente ley. Así mismo, 

Colombia deberán contar con los 
servicios y herramientas necesa-
rias para mantener informados 
a sus nacionales residentes en 
el exterior, de los programas de 
retorno, franquicias y facilidades 
que se conceden a quienes de-
seen reincorporarse al país.

Texto aprobado en la Plenaria  
de la Cámara de Representantes

Texto propuesto para la  
Comisión Segunda de Senado

Artículo 10. Reglamento. El 
-

sente ley en un plazo que no 
excederá de noventa (90) días 
contados a partir de la fecha de 
su sanción y publicación.
Artículo 11. Vigencia. La pre-
sente ley rige a partir de la fe-
cha de su sanción y publicación 
y deroga todas las disposiciones 
que le sean contrarias.

Artículo 10. Reglamento. El 
-

sente ley en un plazo que no 
excederá de noventa (90) días 
contados a partir de la fecha de 
su sanción y publicación.
Artículo 11. Vigencia. La pre-
sente ley rige a partir de la fe-
cha de su sanción y publicación 
y deroga todas las disposiciones 
que le sean contrarias.

8. Comentarios del Ministerio de Relaciones 
Exteriores

El Ministerio de Relaciones Exteriores realizó 
los siguientes comentarios al texto aprobado en se-
gundo debate del Proyecto de ley número 188 de 
2011 Senado, 214 de 2011 Cámara, por medio de 
la cual se establece la norma que regula el retorno 

incentivos migratorios”.
Sobre la frase “promover y facilitar” contenida 

-
ciativa, el Ministerio expresó:

“El Gobierno colombiano concibe la migra-
ción como una decisión voluntaria, al igual que 
el retorno al país, por lo tanto la política migra-
toria no busca incentivar el retorno sino brindar 
un acompañamiento integral a aquellos migrantes 
que voluntariamente decidan retornar al país”.

Indicó que el artículo 3° no es claro en la des-
cripción de los tipos de retorno, ni en el estable-
cimiento de las rutas de atención, lo cual puede 

-
más señaló que 
refugiados” que regresen al país mencionados en 
el inciso del “Retorno Solidario”, ya están inclui-
dos en la Ley 1448 de 2011, “por la cual se dictan 
medidas de atención, asistencia y reparación inte-

se dictan otras disposiciones”.
En cuanto al artículo 6°, el Ministerio de Rela-

ciones Exteriores sugiere que el acompañamiento 
institucional contemple lo siguiente: 

“El Ministerio de Relaciones Exteriores viene 
-

ción al Migrante en las cuales se busca orientar 
no solo a la población retornada sino también a 
los potenciales migrantes.

Se considera muy importante agregar que: el 
Ministerio de Relaciones Exteriores de mane-
ra articulada con las autoridades municipales 
y departamentales, diseñará, implementará y 

(…) Esto permitirá involucrar a las autoridades 
municipales y departamentales y comprometer los 
recursos de estas administraciones en la atención 
de la población retornada, la cual debe realizarse 
de forma articulada y conjunta entre el nivel na-
cional, departamental y local. 

Adicionalmente es necesario que se señale cuál 
será el origen de los recursos necesarios para 
atender a la población retornada en el marco de 
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la presente ley, ya que el Ministerio de Relaciones 
Exteriores no cuenta actualmente con los recursos 

artículo sobre 
requeridos para llevar a cabo las acciones que 
establece la siguiente ley, serán proporcionados 
por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
al Fondo Rotatorio del Ministerio de Relaciones 
Exteriores. Así mismo, las gobernaciones y alcal-
días de las zonas de origen migratorio y de re-
torno en Colombia, asumirán las acciones de la 
presente ley con cargo a sus presupuestos. 

El anterior artículo deberá contar con el con-
cepto favorable del Ministerio de Hacienda y Cré-
dito Público por el compromiso presupuestal que 
amerita”.

Respecto al Fondo Internacional de Garantías 
para Colombianos en el Exterior (FIGCOL) a que 

“Revisar la viabilidad jurídica de establecer 
disposiciones sobre un proyecto (FIGCOL) que es 
liderado por un organismo internacional y por lo 
tanto depende de la voluntariedad de este Orga-
nismo para llevarlo a cabo”.

-
teriores propone que la Banca Pública para el Em-
prendimiento consignada en el parágrafo 2° de la 
norma ibídem, articule su labor con las acciones 
del SENA realizadas a nivel regional, para que 
apoyen al emprendimiento.

9. Comentarios de la DIAN
La Dirección de Impuestos y Aduanas Nacio-

nales, DIAN, comentó la presente iniciativa sobre 

-
cienda y Crédito Público. 

Por consiguiente sus observaciones se limitaron 
al artículo 4° del texto aprobado en la Plenaria de 
Cámara que regula los incentivos tributarios, el 
cual según la nueva numeración corresponde al 
artículo 5°.

Reconoce que fue atendida la solicitud formu-
lada por la Dirección General de esta entidad de 
excluir los vehículos nuevos y usados, y de esta-

Recomienda que del literal b) se excluyan 
“los demás”. 

Y en cuanto a las maquinarias, equipos y bienes 
de capital propone que se excluyan las siguien-
tes partidas y subpartidas arancelarias, sin per-

importación cuando sea obligatorio, de confor-
midad con las normas vigentes: 8426.26.20.00, 
8426.30.00.00, 8426.99.20.00, 8429, 8430 (excep-
to 8430.20.00.00), 8479.10.00.00, 8704.10.00.10, 
8705.20.00.00, 8705.40.00.00.

Sobre la monetización que contempla el literal 
c), considera que conviene revisarlo con el Vice-
ministerio Técnico de Hacienda y Crédito Público, 
y advierten que el cuatro por mil es un impuesto 

nacional y no un costo de intermediación. Además, 
que es redundante referirse a este porque con an-
telación se habla de exención de impuestos, tasas, 
sobretasas y retenciones que originen la respecti-

la expresión correcta aplicable es “no se causa el 

Y que se reemplace la palabra “internados” de 
que trata el parágrafo 1° del artículo 4° e inciso 1° 
del artículo 5° por “importados”. 

texto aprobado en segundo debate de la Cámara 
de Representantes, para su discusión y votación en 
la Comisión Segunda del Senado de la República.

10. Impacto Fiscal
El presente proyecto de ley ordena gasto y otor-

cumplimiento del requisito previsto en el artículo 
7° de la Ley 819 de 2003.

11. 
Por lo anteriormente expuesto, solicitamos a los 

integrantes de la honorable Mesa Directiva de la 
Comisión Segunda Constitucional del Senado de 
la República, dar primer debate al Proyecto de ley 

ra, por medio de la cual se establece la norma que 
regula el retorno de compatriotas residentes en el 

De los honorables Senadores, 
Juan Lozano Ramírez,

Senador de la República.
TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER DEBATE 
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 188 DE 

por medio de la cual se dictan disposiciones so-
bre el retorno de los colombianos residentes en el 

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto de la ley. Crear incentivos 
-

cernientes al retorno de los colombianos, y brindar 
un acompañamiento integral a aquellos inmigran-
tes que voluntariamente desean retornar al país. 

Artículo 2°. Requisitos. Los colombianos que 

sola vez, a lo dispuesto en la presente ley, siempre 
y cuando cumplan los siguientes requisitos: 

a) Acreditar que ha permanecido en el extran-

-
cado de residencia expedido por el consulado co-

, o con la notarización 
y legalización mediante apostille;

b) Manifestar por escrito a la autoridad compe-
tente, su interés de retornar al país y acogerse a la 
presente ley;

c) Ser mayor de edad.
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Parágrafo 1°. -
cios que otorga esta ley. -
cia a personas con condenas vigentes en Colombia 
o en el exterior, por delitos relacionados con el trá-

derecho internacional humanitario y el derecho in-
ternacional de los derechos humanos. Tampoco se 

-
do delitos contra la administración pública.

Parágrafo 2°. La situación migratoria del co-

en la presente ley.
Artículo 3°. Tipos de retorno. Los siguientes tipos 

a) Retorno solidario. Es el retorno que realiza 
-
-

cación como pobres de solemnidad;
b) Retorno humanitario. Es el retorno que 

por nuestras autoridades o las del país de acogida, 
como en situación de riesgo económico y social;

c) Retorno por causa especial. Es el retorno 
que realiza el colombiano por alguna situación de 
fuerza mayor o causas especiales. Considérense 
causas especiales aquellas que pongan en riesgo 
su integridad física, económica o personal y/o la 
de sus familiares, así como el abandono o muerte 
de familiares radicados con él en el exterior;

d) Retorno laboral. Es el retorno que realiza 
el colombiano a su lugar de origen podrá con el 

experiencias de carácter laboral adquiridas en el 
exterior;

e) Retorno productivo. Es el retorno que rea-
-

ductivos vinculados al plan de desarrollo de su de-
partamento y/o municipio de reasentamiento, con 
sus propios recursos y subvenciones de acogida 
migratoria. 

Artículo 4°. Incentivos y acompañamiento in-
tegral a los tipos de retorno. Para el retorno soli-
dario, el Gobierno Nacional a través del Ministe-
rio de Relaciones Exteriores deberá realizar en un 
plazo no mayor a seis (6) meses un Plan de Re-
torno Solidario que contemple alianzas interinsti-
tucionales y de cooperación, que permita brindar 
las herramientas para facilitar el acceso a servicios 
de salud y adquisición de vivienda, capacitaciones 
a nivel laboral, así como de asistencia social me-

Para el retorno humanitario y/o por causa espe-
cial, el Gobierno Nacional deberá diseñar progra-
mas de apoyo con acompañamiento que permitan 
atender y eliminar la situación de riesgo del inmi-
grante y su vinculación en la gestión del desarrollo 
departamental y/o municipal de su lugar de reasen-
tamiento.

Para el retorno laboral, las instituciones educa-
tivas del nivel universitario o tecnológico recono-
cidas y validadas en Colombia, podrán emplear a 
los inmigrantes como formadores en sus institu-
ciones de acuerdo con sus capacidades, saberes, 

-
das en el exterior.

Para el retorno productivo, el Gobierno Nacio-
nal deberá expedir un plan de reasentamiento que 
incluya el desarrollo y asesoría de emprendimien-
tos de proyectos productivos, así como el acceso a 

Artículo 5°. Incentivos tributarios. Los que se 

el artículo 2°, quedarán exentos del pago de todo 
tributo y de los derechos de importación que gra-
ven el ingreso al país de los siguientes bienes:

Unidades de Valor Tributario (2.400 UVT);
b) Instrumentos profesionales, maquinarias, 

equipos, bienes de capital, y demás bienes excepto 
vehículos, que usen en el desempeño de su profe-

-
te mil ciento treinta Unidades de Valor Tributario 
(17.130 UVT);

c) La monetización producto de la venta de bie-

prestación de servicios en el país de residencia, con 
la debida acreditación de su origen lícito y cum-
pliendo con las formalidades del país receptor. En 
este caso no se causa el gravamen a los movimien-

ser mayor a treinta y cuatro mil doscientos sesenta 
y dos Unidades de Valor Tributario (3.4262 UVT) 

de proveniencia y ser tramitados a través de una 

intermediación.
Parágrafo 1°. Si el valor de los bienes importa-

dos al país excede el monto exonerado, se cancela-
rán los tributos diferenciales.

Parágrafo 2°. Quedan excluidas de las maqui-
narias, equipos y bienes de capital mencionados 
en el literal b) del presente artículo, las siguien-
tes partidas y subpartidas arancelarias, sin per-

importación cuando sea obligatorio de confor-
midad con las normas vigentes: 8426.26.20.00, 
8426.30.00.00, 8426.99.20.00, 8429, 8430 (excep-
to 8430.20.00.00), 8479.10.00.00, 8704.10.00.10, 
8705.20.00.00, 8705.40.00.00. 

Artículo 6°.  Los bene-

-
quier modalidad en virtud de la presente ley, o los 
adquirentes de dichos bienes, quedarán obligados 
al pago de los tributos y de los intereses correspon-
dientes, si la transferencia se efectuara dentro de 
los tres (3) años siguientes a su regreso. 

Artículo 7°. Coordinación interinstitucional. El 
Ministerio de Relaciones Exteriores de manera ar-
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ticulada con las autoridades departamentales, dis-
tritales y/o municipales, diseñará, implementará y 

-
to, distrito y/o municipio según la necesidad, con 

-
tivo de la presente ley. 

Artículo 8°. Se autoriza a los colombianos 
-

el Estado.
Artículo 9º. Difusión. El Ministerio de Re-

laciones Exteriores será el encargado de imple-
mentar las disposiciones de acompañamiento y 
de ordenamiento institucional y de difundir, a 
través de sus delegaciones diplomáticas, emba-

-
sulados de Colombia deberán contar con los ser-
vicios y herramientas necesarias para mantener 
informados a sus nacionales residentes en el ex-
terior, de los programas de retorno, franquicias 
y facilidades que se conceden a quienes deseen 
reincorporarse al país.
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Artículo 10. Reglamento -
mentará la presente ley en un plazo que no exce-
derá de noventa (90) días, contados a partir de la 
fecha de su sanción y publicación.

Artículo 11. Vigencia. La presente ley rige a 
partir de la fecha de su sanción y publicación y de-
roga todas las disposiciones que le sean contrarias.

De los honorables Senadores,
Juan Lozano Ramírez,

Senador de la República.




